
No 
FECHA 

FIJACION 
ESTADO 

JDO NI CONDENADO  DELITO FECHA DECISION 

1 5 4 8777 EUCLIDES CORREA CASTILLA CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO 08-08-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

2 5 4 17381 GILBERTO SABOGAL INASISTENCIA ALIMENTARIA 29-05-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

3 5 4 34699 DEIVER ALONSO BARBOSA BARBOSA HOMICIDIO AGRAVADO Y OTRO 29-06-23 REDIME PENA 360 DIAS DE PRISION 

4 5 4 32755 ANSELMO PORRAS SOCHA ACCESO CARNAL ABUISIVO CON MENOR DE 14 AÑOS 16-08-23 REDIME PENA 382 DIAS DE PRISION 

5 5 4 25429 ADRIAN PEREZ LOPEZ HOMICIDIO Y OTRO 14-06-23 REDIME PENA 117 DIAS DE PRISION 

6 5 4 33967 JORGE ELIECER BAYONA RIVERA ACCESO CARNAL ABUISIVO CON MENOR DE 14 AÑOS 26-07-23 REDIME PENA 227 DIAS DE PRISION 

7 5 4 9354 HERNANDO FREDY RODRIGUEZ RINCON VIOLENCIA INTRAFAMILIAR AGRAVADA 18-07-23 REDIME PENA 175 DIAS DE PRISION 

8 5 4 23736 ROBRTO PARRA PARRA ACTOS SEXUALES CON MENOR DE 14 AÑOS 26-07-23 REDIME PENA 143 DIAS DE PRISION 

9 5 4 12508 JUAN CARLOS SANDOVAL TOBACIA HOMICIDIO AGRAVADO Y OTRO 06-06-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

10 5 4 12508 JEISSON HERNAN QUIRAMA LONDOÑO HOMICIDIO AGRAVADO Y OTRO 06-06-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

11 5 4 24962 JOSE TOLEDO GOMEZ HOMICIDIO EN TENTATIVA 21-07-23 NIEGA REDOSIFICACION - REDIME PENA 5 DIAS DE PRISION 

12 5 4 13017 EDWIN FERNANDO GOMEZ CALLE USO DE DOCUMENTO FALSO 13-07-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

13 5 4 9967 OSCAR RAMIREZ ACOSTA FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO 08-08-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

14 5 4 36528 JHON JAIRO LOPEZ BUENAHORA HURTO CALIFICADO AGRAVADO 16-08-23 REDIME PENA 90 DIAS DE PRISION 

15 5 4 14092 ELWIN ORTEGA HERNANDEZ EXTORSION AGRAVADA 20-06-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

16 5 4 11694 PAULA ANDREA OTERO HERNÁNDEZ HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 29-08-23 
DECLARA CUMPLIDA LA PENA IMPUESTA/ ORDENA LIBERTAD 

INCONDICIONAL POR PENA CUMPLIDA 

17 5 5 24285 JHON FREDY  MONCADA MENDOZA HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO Y OTROS 28-08-23 
CONCEDE REDENCIÓN DE PENA/ DENEGAR REDENCIÓN/NIEGA 

LIBERTAD CONDICIONAL 

18 5 5 33736 DANNY  LOPEZ ORDUZ CONCUSION 29-08-23 
CONCEDE REDENCIÓN DE PENA/ CONCEDE LIBERTAD 

CONDICIONAL 

19 5 6 5369 ROBINSON  AGUILAR ORA 
CORRRUPCIÓN DE ALIMENTOS, PRODUCTOS 

MEDICOS O MATERIAL PROFILACTICO Y OTROS 
29-08-23 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

20 5 6 19860 ANDRES RODOLFO  CASTELLANOS JAIMES HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 29-08-23 
CONCEDE REDENCIÓN DE PENA/ NO RECONOCE HORAS 
TRABAJO Y ESTUDIO/ CONCEDE LIBERTAD CONDICIONAL 

21 5 4 25213 GUZMÁN PÉREZ BERMÚDEZ HOMICIDIO AGRAVADO Y OTROS 29-08-23 
NO RECONOCE REDENCIÓN DE PENA/ NIEGA LIBERTAD 

CONDICIONAL 

22 5 7 27681  IRENIO DIAZ ARRIETA HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO Y OTROS 29-08-23  NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

23 5 4 35364 JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ HOMICIDIO AGRAVADO Y OTRO 29-08-23 
CONCEDE REDENCIÓN DE PENA/CONCEDE PRISIÓN 

DOMICILIARIA 

24 5 4 29385 EDGAR ANDRÉS HURTADO ANGULO HOMICIDIO SIMPLE Y OTRO 29-08-23 NIEGA PRISIÓN DOMICILIARIA 

25 5 5 17911 KEVIN ANDRES  VASQUEZ PEÑA HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 30-08-23 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

26 5 2 32672 CARLOS ALBERTO CASTILLO CALDERÓN HOMICIDIO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA 29-08-23 NIEGA PERMISO ADMINISTRATIVO DE LAS 72 HORAS 

27 5 2 32493 SATURNINO LARA CARPIO SECUESTRO SIMPLE ATENUADO Y OTROS 29-08-23 
NIEGA PERMISO ADMINISTRATIVO DE LAS 72 HORAS/ NIEGA 

PERMISO ADMINISTRATIVO DE SALIDA LOS FINES DE SEMANA 

28 5 2 29473 JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 29-08-23 CONCEDE LIBERTAD CONDICIONAL 

29 5 2 24573 YESID ALBERTO LARA MELÉNDEZ CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO Y OTRO 29-08-23 CONCEDE REDENCIÓN DE PENA 



30 5 2 24573 YESID ALBERTO LARA MELÉNDEZ CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO Y OTRO 29-08-23 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

31 5 3 5793 SEVERO RAMOS ROMERO 
FABRICACIÓN, TR´SFICO Y PORTE DE ARMAS, 
MUNICIONES DE USO RESTRINGIDO, DE USO 

PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS O EXPLISIVOS 
30-08-23 CONCEDE LIBERTAD CONDICIONAL 

32 5 3 12641 YONIS MANUEL SOLERA ESCOBAR FUGA DE PRESOS 30-08-23 
CONCEDE REDENCIÓN DE PENA/ NIEGA LIBERTAD POR PENA 

CUMPLIDA  

33 5 4 32181 YESSICA PAOLA VILLALOBOS HUESO 
FABRICACIÓN, TRÁFICO O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES AGRAVADO 
30-08-23 NIEGA PRISIÓN DOMICILIARIA 

34 5 4 24360 PEDRO JOSÉ SAAVEDRA RAMÍREZ ACTO SEXUAL ABUSIVO CON MENOR DE 14 AÑOS. 30-08-23 
CONCEDE REDENCIÓN DE PENA/ DECLARA CUMPLIDA LA PENA 

IMPUESTA/ ORDENA LA LIBERTAD INMEDIATA E 
INCONDICIONAL POR PENA CUMPLIDA 

35 5 1 29766 OSCAR ANDRES PEREZ CARO HURTO CALIFICADO 19-07-23 EXTINCION DE LA SANCION PENAL 

36 5 1 7319 EDGAR GIOVANNY SARMIENTO O. PORTE DE ARMAS 04-08-23 REDENCION DE PENA 

37 5 1 19789 JOSE ISBEL JARABA CORREA HOMICIDIO 04-08-23 REDENCION DE PENA 

38 5 1 34951 HECTOR ALFONSO FLOREZ CUESTA HOMICIDIO 17-08-23 NEGAR REDENCION DE PENA 

39 5 7 31508 LEONARDO DE JESUS SANABRIA DUARTE HURTO CALIFICADO 18-08-23 CONCEDE LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA 

40 5 6 31490 HENRY LOPEZ RAMIREZ HURTO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA 03-08-23 
REVOCA LA SUSPENSION CONDICIONAL DE LA EJECUCION DE 

LA PENA 

41 5 6 27168 YEINER MAURICIO MEJIA HERRERA 
ACCESO CARNAL ABUSIVO CON MENOR DE 14 AÑOS 

AGRVADO 
25-07-23 REDIME 41,5 DIAS 

42 5 6 34471 GREGORIO GARAVITO RIVERA 
ACCESO CARNAL VIOLENTO AGRAVADO EN 

CONSUTSO CON ACTO SEXUAL CON MENOR DE 14 
AÑOS AGRAVADO  

25-07-23 REDIME PENA 

43 5 6 35701 LUIS EDUARDO AMAYA BAUTISTA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 25-07-23 REDIME PENA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

DE BUCARAMANGA 
 

Bucaramanga, treinta (30) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

ASUNTO 

 

El Juzgado procede a resolver la solicitud de redención de pena y de oficio la libertad 

por pena cumplida en favor del sentenciado PEDRO JOSÉ SAAVEDRA RAMÍREZ, 

dentro del asunto bajo el radicado 68001600016020060487400 - NI. 24360. 
 

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a PEDRO JOSÉ SAAVEDRA RAMÍREZ la pena de 50 meses 

de prisión, impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 20 de febrero de 

2013 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, como autor 

responsable del delito de acto sexual abusivo con menor de 14 años, decisión que 

fue confirmada el 26 de junio de 2013 por la Sala penal del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bucaramanga.  

 

El sentenciado se encuentra privado de la libertad por este proceso desde el 12 de 

enero de 20211 y cuenta con un abono de 7 meses y 5 días.   

 

1. DE LA SOLICITUD DE REDENCIÓN DE PENA  

 

En la fecha, ingresa el proceso para estudio redención de pena, así: 

 
Certificado Horas Actividad Periodo Calificación Conducta 

18865851 378 ESTUDIO 01/01/2023 al 31/03/2023 SOBRESALIENTE  BUENA 

18934509 354 ESTUDIO 01/04/2023 al 30/06/2023 SOBRESALIENTE BUENA 

 

Efectuados los cómputos legales según lo previsto en los artículos 82 y 97 del 

Código Penitenciario y Carcelario, y comoquiera que se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 101 ibídem, se reconocerá redención de pena al 

sentenciado en 61 días por estudio, los cuales se abonarán como descuento a 

la pena de prisión impuesta. 
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2. DE LA LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA  
 

El sentenciado se encuentra privado de la libertad por este proceso desde el 12 de 

enero de 20212, cuenta con un abono de 7 meses y 5 días, más las redenciones de 

pena reconocidas de 62 días (06/09/2021), 246 días (29/06/2023) y 61 días 

reconocidos en la fecha, arroja un monto que supera el quantum de 50 meses de la 

condena impuesta. 

 

Se advierte entonces, que el penado ha cumplido la condena impuesta, por lo que 

se ordena su LIBERTAD INCONDICIONAL E INMEDIATA a partir de la fecha.  

Líbrese la respectiva boleta de libertad ante el CPAMS GIRÓN. 

 

Igualmente se declara legalmente cumplida la pena accesoria de inhabilitación para 

el ejercicio de derechos y funciones públicas, debiendo oficiarse a la Registraduría 

Nacional del Estado Civil y a la Procuraduría General de la Nación dando informe 

de la misma. 

 

Acorde a lo dispuesto en el artículo 476 del C.P.P. vigente comuníquese esta 

decisión a las mismas autoridades que se enteró la sentencia. 

 

Una vez ejecutoriada esta providencia, remítanse las diligencias al Centro de 

Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga, para su archivo 

definitivo. 

 

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.  RECONOCER al sentenciado PEDRO JOSÉ SAAVEDRA 

RAMÍREZ redención de pena en sesenta y un (61) días por estudio, conforme 

los certificados TEE evaluados, los cuales se abonan como descuento a la pena de 

prisión impuesta.  

 

SEGUNDO.  DECLARAR cumplida la pena impuesta al sentenciado PEDRO 

JOSÉ SAAVEDRA RAMÍREZ, identificado con cédula de ciudadanía No. 

91.249.220, dentro del proceso radicado 68001-6000-160-2006-04874-00. 

 

TERCERO. -  ORDENAR su LIBERTAD INMEDIATA E INCONDICIONAL 

POR PENA CUMPLIDA en razón de este asunto a partir de la fecha. Líbrese la 

respectiva boleta de libertad ante el CPAMS GIRÓN. 

 

CUARTO. -   Comuníquese esta decisión a las mismas autoridades que se 

enteró la sentencia. 
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QUINTO. -    Declarar legalmente cumplida la pena accesoria de 

inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, debiendo oficiarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y a la Procuraduría General de la Nación 

dando informe de la misma. 

 

SEXTO.-  Una vez ejecutoriada esta providencia, remítanse las diligencias 

al Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga, 

para su archivo definitivo. 

 

SÉPTIMO. -  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 
 

Irene C. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

DE BUCARAMANGA 

 

Bucaramanga, treinta  (30) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

ASUNTO 

 

El Juzgado procede a resolver la solicitud de prisión domiciliaria elevada en favor 

de la sentenciada YESSICA PAOLA VILLALOBOS HUESO, identificada con C.C. 

No. 1.013.638.408, quien se encuentra en el CPMASM BUCARAMANGA, dentro 

del proceso radicado 68001-6000-159-2018-00572-00 NI. 32181. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a YESSICA PAOLA VILLALOBOS HUESO la pena de 64 

meses de prisión, impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 25 de 

noviembre de 2019 por el Juzgado Noveno Penal del Circuito con funciones de 

conocimiento de Bucaramanga, Santander, como responsable del delito de 

fabricación, tráfico, porte de estupefacientes agravado. En el fallo le fue concedida 

la prisión domiciliaria, previo pago de caución prendaria por valor de UN (1) 

S.M.L.M.V –garantizada mediante caución real- y suscripción de diligencia de 

compromiso; beneficio que se materializó el 12 de diciembre siguiente con la orden 

de traslado1. 

 

El 1° de agosto de 2022 este Juzgado abrió el incidente de revocatoria de la prisión 

domiciliaria conforme el artículo 477 del Código de Procedimiento Penal, 

atendiendo el informe de la CPMSM BUCARAMANGA en el que se advierte que la 

sentenciada se encontraba privada de la libertad en el centro carcelario desde el 

16 de diciembre de 2021.  Asimismo, el 14 de septiembre siguiente se requirió al 

Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de esta ciudad, para que remitiera copia 

de la sentencia condenatoria proferida dentro del proceso radicado 68001-6000-

159-2021-07253, para que obrara como prueba en el trámite de revocatoria. 

 

Por lo anterior, el 22 de febrero de 2023 se revocó el mecanismo sustitutivo de la 

prisión domiciliaria y se dispuso hacer requerimiento al establecimiento carcelario 

para que una vez cesaran los motivos de detención fuera dejada nuevamente a 

disposición de este proceso. 

 

El pasado 23 de junio la CPMSM BUCARAMANGA dejó a disposición a la 

sentenciada con ocasión a la libertad otorgada el 22 de junio de 2023 por el Juzgado 
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Segundo de Ejecución de Penas de esta ciudad dentro del radicado 2015-02583 y 

se dispone librar la boleta de encarcelamiento N° 140, para lo cual se tuvo en cuenta 

una detención anterior del 12 de diciembre de 2019 al 16 de diciembre de 2021. 

 

1. DE LA SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA  

 

El pasado 11 de agosto se recibe en este Juzgado la solicitud elevada por la 

sentenciada para que se conceda la prisión domiciliaria alegando su condición de 

madre cabeza de familia respecto de su menor hijo D.M.C.V., quien afirma quedaría 

en abandono ante la privación de su libertad, pues siempre ha vivido con ella al ser 

abandonado por su padre y no contar con familiares cercanos que colaboren con 

su manutención solo su hermano, pero él tiene su propia familia y sus ingresos son 

limitados.   

 

Asimismo, resalta el hecho que en sentencia le había sido reconocida dicha calidad 

de madre cabeza de familia, pidiendo excusas por no aprovechar la oportunidad y 

por error cometer otro delito, en cuyo proceso decretaron la pena cumplida, por lo 

que pide una segunda oportunidad, pues nunca ha tenido la intensión de incumplir 

sus obligaciones con la administración de justicia y si cometió un error fue por fuerza 

mayor. 

 

Considera que su desempeño y comportamiento al interior del establecimiento 

penitenciario donde su conducta  ha sido calificada como buena y ejemplar son 

indicativos de su proceso de resocialización  por lo que no existe la necesidad de que 

continúe la ejecución de la pena en reclusión, y  en cuanto a su arraigo lo fija en el 

CALLE 30 No. 3 A-24, BARRIO XII DE OCTUBRE, DE BUCARAMANGA. 

 

Para tal efecto se aporta: cartilla biográfica de la interna, certificado de calificación 

conducta, declaraciones extra juicio de WILLINGTON HIPOLITO VILLALOBOS 

HUESO, NELSÓN JOSÉ RODRÍGUEZ SARMIENTO, fotocopia del Registro Civil 

de Nacimiento serial indicativo 55126635, certificados de defunción serial 

06755491 y 09816637, valoración de fortalecimiento de vínculos afectivos y pautas 

de crianza a nombre del menor D.M.C.V., certificación del presidente de la Junta 

de Acción Comunal  del Barrio XII de Octubre, fotocopia de recibo de servicio 

público domiciliario del inmueble ubicado en la CALLE 30 No. 3 A-24, BARRIO XII 

DE OCTUBRE DE BUCARAMANGA, memoriales de certificación de buena 

conducta social, certificaciones de estudio. 

 

Ahora bien, según lo previsto en el artículo 461 de la Ley 906 de 2004, el Juez de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad está facultado para ordenar la 

sustitución de la ejecución de la pena, en los mismos casos que procede la 

sustitución de la detención preventiva que consagra el artículo 314 ibídem, que en 

su causal 5° establece la procedencia del subrogado cuando se acredite la 

condición de madre o padre cabeza de familia del condenado, instituto que se 

encuentra reglado en la Ley 750 de 2002. 

 

El artículo 1º de la ley 750 de 2002 indica la procedencia de la prisión domiciliaria 

cuando se reúnan los siguientes requisitos: (a.) Ser madre cabeza de familia, (b.) 
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Que desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita 

colegir que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo; 

(c.) La sentencia no se haya impuesto por delitos de genocidio, homicidio, delitos 

contra el Derecho Internacional Humanitario, extorsión, secuestro o desaparición 

forzada; (d.) No registre antecedentes penales, salvo por delitos políticos o 

culposos. 

 

De igual forma, el artículo 2º de la Ley 82 de 1993, modificado por el artículo 1º de 

la Ley 1232 de 2008,  señala que es madre cabeza de familia quien: “…ejerce la 

jefatura femenina del hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, económica o socialmente, 

en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas 

para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o 

moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los 

demás miembros del núcleo familiar.” (Negrilla y subrayado fuera del texto original). 

 

Esta condición también puede ser predicada por el padre cabeza de familia en 

iguales términos, y frente a otras personas del núcleo familiar que estén 

permanentemente a su cargo y se encuentren en una situación especial de 

discapacidad o enfermedad de tal manera que no puedan trabajar y proveer su 

sustento por ellos mismos. 

 

Analizado el caso bajo estudio y los medios cognoscitivos obrantes en el 

expediente, el Juzgado considera que la sentenciada YESSICA PAOLA 

VILLALOBOS HUESO no se hace merecedora al mecanismo sustitutivo, porque no 

acredita las condiciones de madre cabeza de familia,  conforme lo previsto en las 

leyes 82 de 1993 y 750 de 2002. 

 

Ciertamente, es claro conforme esta última norma que es madre o padre cabeza 

de familia quien ejerce la jefatura del hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, 

económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores u otras personas 

incapaces o incapacitadas para trabajar, y carece de ayuda de su cónyuge o 

compañero permanente o deficiencia sustancial de los demás miembros del 

núcleo familiar, características que han sido ampliamente explicadas por el 

Máximo Tribunal Constitucional: 

 

“…Sobre este particular debe decirse que, en primer lugar, es requisito legalmente 

impuesto que el menor no cuente con otra figura paterna, es decir, que a quien debe 

imponerse la medida de aseguramiento sea la madre cabeza de familia o el padre que esté 

en dichas condiciones. La existencia de otra figura paterna reclama la obligación de 

cuidado por parte de quien no se ve afectado por la detención preventiva y elimina el factor 

de desprotección que haría operante la disposición.  

 

En el análisis respectivo debe considerarse, por supuesto, la definición de madre 

cabeza de familia consagrada por la Ley 82 de 1993 y que se refiere a aquella mujer que 

“quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma 

permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para 

trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral 

del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás 

miembros del núcleo familiar”, así como los criterios identificadores suministrados por la 
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jurisprudencia de la Corte Constitucional, que en esencia son los establecidos en la 

Sentencia SU-388 de 20052, previamente citada.”3 

 

Al respecto, de acuerdo con los medios de prueba allegados se observa que la 

sentencia cuenta con familia extensa, en este caso su hermano, Willington Hipólito 

Villalobos Hueso, quien puede procurar la manutención y cuidado del menor 

D.M.C.V., como bien lo ha venido haciendo según su manifestación extra proceso, 

quien desde la reclusión de la sentenciada le provee lo necesario para satisfacer 

sus necesidades básicas como vestuario, alimentación, recreación y esparcimiento, 

permitiendo determinar que el menor actualmente no se encuentra en condiciones 

de riesgo de seguridad, y esta recibiendo buen trato, cuidados y afecto, conforme 

se deduce de la valoración para el fortalecimiento de vínculos afectivos y pautas de 

crianza, documento allegado con la solicitud.   

 

Bajo esos supuestos, no resulta procedente el mecanismo sustitutivo de la pena 

que se invoca, comoquiera que  en el caso de YESSICA PAOLA VILLALOBOS 

HUESO no podemos advertir la deficiencia de sustancial de otro miembro del grupo 

familiar que pueda hacerse cargo del menor, ya que no es suficiente señalar que 

tiene un hijo menor de edad bajo su custodia, sino además resulta indispensable 

probar que es la única persona que puede encargarse de suplir dicha obligación; 

situación que no fue demostrada por la peticionaria. Por lo contrario, quedó 

acreditado que el menor cuenta con una red de apoyo que puede sostenerlo y 

brindarle el apoyo económico y afectivo que ésta requiera, durante el tiempo que la 

sentenciada cumple la pena privativa de la libertad que le fue impuesta en la 

sentencia con ocasión de la conducta punible a la que fue condenada en la que 

incluso se le había otorgada una oportunidad por la administración de justicia y de 

manera deliberada incurrió en un nuevo comportamiento punible. 

 

Aunado a lo anterior es oportuno resaltar que la sustitución de la pena por condición 

de madre o padre cabeza de familia es un beneficio que va dirigido al menor en pro 

de su protección y la garantía de sus derechos pues es el interés superior del niño, 

el criterio que debe guiar al momento de examinar la viabilidad del beneficio; por 

tanto, una vez establezca la condición de madre o padre cabeza de familia, según 

el caso, es ineludible examinar la concreta situación del menor, el grado de 

desprotección o desamparo por ausencia de otra figura paterna o familiar que supla 

la presencia del progenitor encargado de su protección, cuidado y sustento y no en 

favor de los intereses de los sentenciados.    

 

En consecuencia, desvirtuada las condiciones para acceder al beneficio  de madre 

cabeza de familia de la sentenciada YESSICA PAOLA VILLALOBOS HUESO, 

resulta improcedente la solicitud de prisión domiciliaria conforme lo previsto en la 

Ley 750 de 2002. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

                                            
2 M.P. Clara Inés Vargas Hernández  
3 CConst, C-154/2007, M. G. Monroy Cabra. 



 
 CPMSM BUCARAMANGA 

C/ YESSICA PAOLA VILLALOBOS HUESO 
C.C. 1.013.638.408 

NI. 32181 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  NEGAR la solicitud de prisión domiciliaria elevada por la 

sentenciada YESSICA PAOLA VILLALOBOS HUESO, según las razones expuestas 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, agosto treinta (30) de dos mil veintitrés (2023) 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

Se resuelve sobre la solicitud del defensor sobre libertad por pena 

cumplida respecto del sentenciado YONIS MANUEL SOLERA ESCOBAR quien 

se halla privado de su libertad en el Establecimiento Penitenciario de Alta y 

Mediana seguridad de Girón, Santander. 

 

CONSIDERACIONES 

 

En sentencia proferida el 15 de septiembre de 2014 por el juzgado 

Penal del Circuito de Puente Nacional, confirmada el 6 de febrero de 2015 

por la Sala Penal del Tribunal Superior de San Gil (S), JONIS MANUEL SOLERA 

ESCOBAR fue condenado a 4 años 2 meses 23 días de prisión, como 

responsable de haber incurrido en el delito de fuga de presos decisión en la 

que se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la 

prisión domiciliaria. 

 

Previamente se debe advertir que si bien por expreso mandato del 

artículo 33 de la Ley 1709 de 2014, las peticiones relativas a la ejecución de 

la pena, interpuestas directa o indirectamente por los condenados privados 

de la libertad, deben resolverse en audiencia virtual o pública, lo cierto es 

que para tal finalidad hasta el momento no se cuenta con la infraestructura 

necesaria, imponiéndose por tal motivo la resolución de la solicitud por estar 

implícito el derecho a la libertad. 

 

REDENCIÓN DE PENA  

 

En atención a que el Juzgado Séptimo Homologo de esta ciudad, en 

interlocutorio de 23 de agosto de 2023, se abstuvo de reconocer solicitud de 

redención de pena de los periodos de enero a junio de 2023 dentro el 
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radicado NI-15346 68002310400120120004000 por sustracción de materia, 

este juzgado por favorabilidad en la presente oportunidad la estudiará así:   

 

Nº 

CERTIFICADO 

PERIODO TRABAJO ESTUDIO CONDUCTA 

DESDE HASTA HORAS REDENCION HORAS REDENCION       

18866156 ENE/2023 MAR/2023   378 31.5 ✓  

18917454 ABR/2023 JUN/2023   342 28.5 ✓  

TOTAL     720        60  

 

En consecuencia, las horas certificadas y que han sido referidas 

anteriormente le representan al sentenciado un total de SESENTA (60) DÍAS 

de redención de pena; de conformidad con lo establecido en los artículos 

81, 96, 97 y 101 de la Ley 65 de 1993. 

 

 

DE LA LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA 

Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena: 

✓ Pena impuesta 4 años 2 meses 23 días de prisión (1523 días). 

✓ La privación de su libertad data del 23 de agosto de 2023, por lo que 

a la fecha presenta una privación de libertad de ocho (8) días.  

✓ El juzgado Séptimo homólogo de la ciudad, en auto del 23 de  agosto 

de 2023 mediante el cual le concedió libertad por pena cumplida 

dentro de la causa  radicada NI 15346 (2012-00040, dispuso abonar a 

esta, 41 meses 12 días que excedió de aquella. 

✓ En la fecha le fue reconocida redención de pena de 60 días. 

 

Sumados, tiempo de privación física de libertad y redenciones de pena 

reconocidas, ello arroja un guarismo de 43 meses 20 días (1310 días) de pena 

descontada.  

 

Lo anterior permite colegir que el sentenciado YONIS MANUEL SOLERA 

ESCOBAR aún no ha cumplido la totalidad de la pena de prisión que le fue 

impuesta, circunstancia por la que se impone la negativa de la solicitud.  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 
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RESUELVE 

 

PRIMERO: RECONOCER al sentenciado YONIS MANUEL SOLERA 

ESCOBAR, identificado con CC 85.152.003, redención de pena de SESENTA 

(60) DIAS, por actividades de estudio, realizadas al interior del penal. 

 

SEGUNDO: Negar la solicitud de libertad por pena cumplida con 

fundamento en las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

 

TERCERO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MARIA HERMINIA CALA MORENO 

Juez  

YENNY 
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, Agosto treinta (30) de dos mil veintitrés (2023) 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

Se resuelve solicitud de libertad condicional elevada por el sentenciado 

SEVERO RAMOS ROMERO, quien a órdenes de este juzgado descuenta pena en 

prisión domiciliaria en la calle14 No. 10-37 Piso 1, Barrio Santa Ana de Floridablanca, 

Santander. Contacto telefónico móvil 3115066328 y correo electrónico: 

jan.godoy@hotmail.com. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

En sentencia proferida el 18 de junio de 2019 por el Juzgado Tercero Penal 

del Circuito Especializado con funciones de conocimiento de Bucaramanga, 

SEVERO RAMOS ROMERO fue condenado a pena de 90 meses de prisión, como 

responsable del delito de fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso 

restringido, de uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos. 

 

Previamente se debe advertir que si bien por expreso mandato del artículo 

33 de la Ley 1709 de 2014, las peticiones relativas a la ejecución de la pena, 

interpuestas directa o indirectamente por los condenados privados de la libertad, 

deben resolverse en audiencia virtual o pública, lo cierto es que para tal finalidad 

hasta el momento no se cuenta con la infraestructura necesaria, imponiéndose por 

tal motivo la resolución de la solicitud por estar implícito el derecho a la libertad. 

 

El artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de la Ley 599 

de 2000, establece lo siguiente: 

 

“Artículo 64. Libertad condicional. El juez, previa valoración de la conducta punible, 

concederá la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad 

cuando haya cumplido con los siguientes requisitos: 
 

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena. 
 

mailto:jan.godoy@hotmail.com
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2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario 

en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de 

continuar la ejecución de la pena. 
 

3. Que demuestre arraigo familiar y social. 
 

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con 

todos los elementos de prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia del 

arraigo. 
 

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al 

aseguramiento del pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria 

o acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia del condenado. 
 

El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de prueba. 

Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto igual, de 

considerarlo necesario.” 

 

Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena:   

 

✓ Pena impuesta:  90 meses de prisión (2700 días) 

✓ La privación de la libertad data del 19 de julio de 2018, es decir, a hoy 

por el lapso de 61 meses 12 días (1842 días). 

✓ No ha sido destinatario de redención de pena. 

 

Lo expuesto en precedencia permite tener por establecido que el aludido 

sentenciado encuentra satisfecha a su favor la exigencia objetiva contenida en el 

artículo 64 de la Ley 599 de 2000, modificado por el 30 de la Ley 1709 del 20 de 

enero de 2014, toda vez que ha superado las tres quintas partes (1620 días) de la 

pena de prisión impuesta en su contra. 

 

En lo que atañe con el aspecto subjetivo, encuentra el despacho que 

mediante Resolución 0001029 del 14 de agosto de 2023, el Consejo de Disciplina 

del Penal emitió concepto favorable para que se conceda libertad condicional al 

citado penado, calificando su comportamiento, de acuerdo con la última 

evaluación en el grado de ejemplar. 

 

En cuanto a la previa valoración de la conducta punible, siguiendo la línea 

trazada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional en las sentencias T-640 de 

2017, C 757 de 2014 y por la Corte Suprema de Justicia en providencia  AP3348–

2022 Radicación 61616 del 27 de julio de 2022, entre otras,  de acuerdo con las 

cuales, en un Estado social de derecho como el nuestro, la ejecución de la pena 

está orientada hacia la prevención especial positiva, cobrando en esta fase 

trascendental importancia la resocialización del condenado, considera el 

despacho que no obstante lo reprochable de las conductas por las que fue 
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condenado RAMOS ROMERO, obra a su favor el proceso de resocialización que ha 

venido afrontando. 

 

          En la última de las decisiones citadas la Corte Suprema de Justicia- Sala de 

Casación Penal- sostuvo: 

 

“Las anteriores enseñanzas han sido reiteradas en las sentencias CC T–019–2017 y T–640–2017 –

posteriores a la Ley 1709 de 2014– en las cuales explicó que el juez de ejecución de penas, a efectos 

de conceder el subrogado de libertad condicional, debe revisar: (i) si la conducta fue considerada 

especialmente grave por el legislador, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 26 de la Ley 

1121 de 2006 y 199 de la Ley 1098 de 2006 y, (ii) solo si esto es viable, es decir, si aplicado ese filtro 

resulta jurídicamente posible la concesión del subrogado, por no estar prohibido por la normatividad 

legal, debe verificarse el lleno de todos los requisitos exigidos en el canon 64 del Estatuto Punitivo, sin 

detenerse en el solo estudio de la conducta delictiva. 

  

Sustentar la negación del otorgamiento de la libertad condicional en la sola alusión a la gravedad o 

lesividad de la conducta punible, solo es posible frente a casos en los cuales el legislador ha prohibido 

el otorgamiento del subrogado por dicho motivo, como sucede con los previstos en los artículos 26 

de la Ley 1121 y 199 de la Ley 1098 de 2006, pues, como se dijo en la decisión CSJ STP15806–2019, 19 

nov. 2019, rad. 107644, atrás citada, «no puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad 

condicional la alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos protegidos por 

el Derecho Penal, pues ello solo es compatible con prohibiciones expresas frente a ciertos delitos» 

  

El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la 

exequibilidad condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, 

enseña que la finalidad del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda 

cumplir por fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la 

sentencia, cuando la conducta punible cometida, los aspectos favorables que se desprendan del 

análisis efectuado por el juez de conocimiento en la sentencia –en su totalidad–, el adecuado 

comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado de la libertad y la manifestación 

que el proceso de resocialización ha hecho efecto en el caso concreto –lo cual traduce un pronóstico 

positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su caso resulta innecesario continuar la 

ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 numeral 2° del código penal). 

  

Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema penitenciario, cuya culminación es 

la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la enmienda y readaptación del 

delincuente y efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad rehabilitadora de la 

pena. 

  

La perspectiva en clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades de resocialización o 

reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a máximas de 

rehabilitación, mientras la visión de seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas 

intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento del condenado, que contrarrestan su reintegro a las 

dinámicas comunitarias.  

 

Por supuesto, sólo el primer enfoque posee efectos personales y sociales favorables al condenado, 

toda vez que persigue objetivos de prevención especial cifrados en la confianza en neutralizar el 

riesgo de reincidencia criminal a través de la incorporación del infractor a la sociedad. Al paso que 

el segundo pretende alcanzar objetivos preventivos, pero a través de la exclusión del delincuente del 

conglomerado social. 

  

La integración holística que el artículo 64 del Código Penal impone al juez vigía de la pena, conduce 

a que la previa valoración de la conducta no ha de ser entendida como la reedición de ésta, pues 

ello supondría juzgar de nuevo lo que en su momento definió el funcionario judicial de conocimiento 

en la fase de imposición de la sanción. Tampoco significa considerar en abstracto la gravedad de la 

conducta punible, en un ejercicio de valoración apenas coincidente con la motivación que tuvo en 

cuenta el legislador al establecer como delictivo el comportamiento cometido. Menos implica que el 

injusto ejecutado, aun de haber sido considerado grave, impida la concesión del subrogado, pues 

ello simplemente significaría la inoperancia del beneficio liberatorio, en contravía del principio de 

dignidad humana fundante del Estado Social de Derecho.  

 

Una lectura diferente de lo pretendido por el legislador y de lo definido por la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional al declarar la exequibilidad condicionada de la norma en cuestión: (i) la aleja 

del talante resocializador de la pena, (ii) desvirtúa el componente progresivo del tratamiento 
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penitenciario, (iii) muta el norte rehabilitador que inspira el mecanismo sustitutivo, hacia un discurso 

de venganza estatal, y (iv) obstaculiza la reconstrucción del tejido social trocado por el delito. 

  

La previa valoración de la conducta no puede equipararse a exclusiva valoración, sobre todo en 

aspectos desfavorables como la gravedad que con asiduidad se resaltan por los jueces ejecutores, 

dejando de lado todos los favorables tenidos en cuenta por el funcionario judicial de conocimiento. 

Si así fuera, el eje gravitatorio de la libertad condicional estaría en la falta cometida y no en el proceso 

de resocialización. Una postura que no ofrezca la posibilidad de materializar la reinserción del 

condenado a la comunidad y que contemple la gravedad de la conducta a partir un concepto 

estático, sin atarse a las funciones de la pena, simplemente es inconstitucional y atribuye a la sanción 

un específico fin retributivo cercano a la venganza. 

  

La Corte ha de reiterar que cuando el legislador penal de 2014 modificó la exigencia de valoración 

de la gravedad de la conducta punible por la valoración de la conducta, acentuó el fin resocializador 

de la pena, que en esencia apunta a que el reo tenga la posibilidad cierta de recuperar su libertad 

y reintegrarse al tejido social antes del cumplimiento total de la sanción. 

  

En suma, no es el camino interpretativo correcto, asociar que la sola gravedad de la conducta es 

suficiente para negar el subrogado de la libertad condicional. Ello sería tanto como asimilar la pena 

a un oprobioso castigo, ofensa o expiación o dotarla de un sentido de retaliación social que, en 

contravía del respeto por la dignidad humana, cosifica al individuo que purga sus faltas y con 

desprecio anula sus derechos fundamentales.” 

 

En el caso concreto examinados los documentos allegados por el 

establecimiento penitenciario en los que se plasman las calificaciones de  

conducta en el grado de buena y ejemplar, la ausencia de sanciones disciplinarias 

y  el reporte  sobre  el control realizado por el INPEC a través de  visitas  a su domicilio,  

de acuerdo con el cual ha cumplido con las obligaciones inherentes a la prisión 

domiciliaria, permiten concluir que el tratamiento penitenciario está siendo 

asimilado, no existiendo por ahora la necesidad de continuar con la ejecución de 

la pena. 

 

En lo que toca con la prueba tendiente a demostrar el arraigo familiar y 

social, obra dentro del expediente prueba del mismo, pues para tal efecto fue 

autorizado su nuevo domicilio en la calle14 No. 10-37 Piso 1, Barrio Santa Ana de 

Floridablanca, Santander, contacto telefónico 3115066328 sitio en el que cumple 

actualmente la prisión domiciliaria. Correo electrónico: jan.godoy@hotmail.com. 

 

Por consiguiente, se concederá a SEVERO RAMOS ROMERO la libertad 

condicional para lo cual se tendrá como caución la misma que fue consignada 

por el penado para garantizar el cumplimiento de las obligaciones inherentes al 

sustituto de prisión domiciliaria en el Centro de Servicios del Sistema Penal 

Acusatorio el día 21 de julio de 2019, por valor de $1.656.232  y suscripción de acta 

de compromiso a términos del artículo 65 de la Ley 599 de 2000, con la advertencia 

que queda sometido a un período de prueba que comprende el tiempo que le 

falta por cumplir de la condena, esto es, 28 meses, 18 días (858 días) y que el 

incumplimiento a las obligaciones contraídas dará lugar a la revocatoria del 

beneficio concedido (artículo 66 del C. Penal). 
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  Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

RESUELVE. 

 

PRIMERO: CONCEDER  a SEVERO RAMOS ROMERO identificado con cédula 

de ciudadanía 91.151.280, el instituto jurídico de la libertad condicional, para lo cual 

se tendrá como caución la misma que fue consignada por el penado para 

garantizar el cumplimiento de las obligaciones inherentes al sustituto de prisión 

domiciliaria en el Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio el día 21 de julio 

de 2019, por valor de $1.656.232, debiendo suscribir acta de compromiso a términos 

del artículo 65 de la Ley 599 de 20001, con la advertencia que queda sometido a 

un período de prueba que comprende el tiempo que le falta por cumplir de la 

condena, esto es, 28 meses y 18 días y que el incumplimiento a las obligaciones 

contraídas dará lugar a la revocatoria del beneficio concedido (artículo 66 del C. 

Penal), conforme se expuso en la parte motiva de esta decisión 

 

Suscrita la diligencia de compromiso, se emitirá orden de libertad a favor del 

sentenciado, con la advertencia que de estar solicitado por alguna autoridad, 

deberá ser puesto a su disposición. 

 

SEGUNDO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

MARIA HERMINIA CALA MORENO 

Juez 

 

luzma 

                                                           
1 “ARTICULO 65. OBLIGACIONES. El reconocimiento de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y de 

la libertad condicional comporta las siguientes obligaciones para el beneficiario: 

1. Informar todo cambio de residencia. 

2. <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> Observar buena conducta. 

3. Reparar los daños ocasionados con el delito, a menos que se demuestre que está en imposibilidad económica 

de hacerlo. 

4. Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la sentencia, cuando fuere 

requerido para ello. 

5. No salir del país sin previa autorización del funcionario que vigile la ejecución de la pena. 

Estas obligaciones se garantizarán mediante caución.” 

 









 

Palacio de Justicia “Vicente Azuero Plata”, oficina 338 

Tel.: (7) 6339300│E-mail: csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Horario de atención: 8:00 am – 4:00 pm 

24573 (CUI 6800160002442011-0002800) 

 

JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCION DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD.  

68001-3187002 

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de agosto de dos mil veint itrés (2023)  

 

 

 

ASUNTO 

 

Resolver la petic ión de l ibertad condicional,  incoada por el 

sentenciado YESID ALBERTO LARA MELENDEZ identificado con cé dula 

de ciudadanía No 91 449 445 de Barrancabermeja .  

 

ANTECEDENTES 

 

En virtud de la acumulación jur ídica de penas efectuada por esta 

Of icina Judicial en proveído del 14 de julio de 2017 se f i jó una pena 

def init iva a descontar de 246 MESES DE PRISION y MULT A de 5402 

SMLMV, por las siguientes condenas:  

 

•  Juzgado Segundo Penal  del  Circui to Espec ia l izado con func iones de 

conoc imiento de Bucaramanga, en sentenc ia profer ida e l 13 de abr i l  de 

2015 condenó a YESID ALBERTO LARA MELENDEZ a la pena de 156 

MESES DE PRISION y MULTA de 2702 SMLVM en cal idad de responsable 

del  del i to  de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO en concurso con 

EXTORSIÓN.  

•  Juzgado Pr imero Promiscuo Munic ipal con func iones de conoc imiento de 

Socorro, en sentenc ia del  15 de octubre de 2013 impuso la pena de 124 

MESES DE PRISIÓN y MULTA de 2700 SMLVM por  el  del i to  de 

EXTORSIÓN.  

 

Su detención data del 10 de agosto de 2011, y l leva a la fecha privación 

efect iva de la l ibertad CIENTOCUARENTA Y CUATRO (144) MESES 

ASUNTO  LIBERTAD CONDICIONAL  

NOMBRE YESID ALBERTO LARA MELÉNDEZ  

BIEN JURÍDICO  PATRIMONIO ECONÓMICO 

C ÁRCEL  CPAMS GIRÓN 

LEY                                           906 de 2004  

DECISIÓN NIEGA 
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DIECINUEVE (19) DÍAS DE PRISIÓN, y las redenciones de pena 1,  arroja 

una penal idad cumplida de CIENTOOCHENTA Y TRES (183) MESES 

VEINTE (20) DÍAS DE PRISIÓN.  

 

PETICIÓN 

 

En esta fase de la ejecución de la pena, el sentenciado LARA 

MELÉNDEZ depreca el otorgamiento del sustituto de l ibertad condiciona l 

acompañado del of icio No 2023EE0154040 del 22 de agosto de 2023 2 

proveniente del Centro Penitenciar io de Alta y Mediana Seguridad de 

Girón, contentivo de los documentos:  

•  Resolución No 421 945 del 24 de agosto de 2023 , conceptuando 

favorable la viabi l idad del otorgamiento del sustituto de l ibertad 

condicional,  

•  Calif icaciones de conducta en el grado buena,  

•  Cart i l la biográf ica.  

  

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la viabi l idad o no del sustituto de 

LIBERTAD CONDICIONAL deprecado por el interno LARA MELÉNDEZ, 

mediante el anál is is y valoración de los elementos fáct icos y el acopio 

probator io obrante en el expediente,  así como de los presupuestos 

normativos establecidos por el Legislador para tal precepto incluida la 

prohibición contenida en el art ículo 26 de la Ley 1121 de 2006, por cuanto 

los hechos acumulados datan del 18 y 23 Julio & 10 Agosto 2011 y 2006 

a agosto 2011 .   

 

En tal virtud, y como quiera que para el subl ite, los hechos que dan 

cuenta de la condena por el delito de EXTORSIÓN, como ya se advirt ió 

tuvieron ocurrencia el 18 y 23 Julio & 10 Agosto 2011 y 2006 a agosto 

2011 ,  esto es, en plena vigencia del art ículo 26 de la Ley 1121 de 2006 3,  

que excluye de benef icios judiciales y administrat ivos, salvo los benef icios 

por colaboración regulados por la ley,  siempre que ésta sea efect iva, 

cuando  la persona haya sido condenada por el del ito de Extorsión 4.  

                                                           
1 39  meses  1  d ías  de p r is ión  
2 Ingres ado a l  Juzgado e l  25 de agos to  de 2023  
3 30  de enero de 2006.   
4 “Exc lus ión de benef ic ios  y  sub rogados .  Cuando se t ra te  de de l i tos  de ter ro r is mo,  f inanc iac ión 
de te r ro r ismo,  secues t ro  extors i vo ,  exto rs ión y  conexos ,  no p rocederán las  reba jas  de pena po r  
sentenc ia  ant ic ipada y  confes ión,  n i  se  concederán subrogados  penales  o  mecanismos 
sus t i tu t i vos  de la  pena pr i va t i va  de la  l iber tad de condena de e jecuc ión cond ic iona l  o  suspens ión  
cond ic iona l  de  e jecuc ión  de l a  pena,  o l ibertad condicional .  Tampoco a  l a  pr is ión dom ic i l ia r i a  
como sus t i tu t i va  de la  pr is ión,  n i  habrá lugar  n ingún  o t ro  benef ic io  o  sub rogado lega l ,  jud ic ia l  o  
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Justamente en el evento que nos ocupa, se acomoda a la precept iva 

legal,  en la medida que se sol ic ita el otorgamiento del sust i tuto de l ibert ad 

condicional y el delito por el que fue condenado LARA MELÉNDEZ es el de 

EXTORSIÓN; encontrándonos ante una conducta que se encuentra 

excluida por el legislador de los benef icios penales precisamente por la 

dimensión de su gravedad, que se ha constituido  un f lagelo que ha venido 

azotando a la sociedad; circunstancia que merece mayor efect ividad en el 

tratamiento penitenciar io, y se constituye en la razón primordial para 

despachar desfavorablemente el benef icio de marras,  por expresa 

prohibición legal .    

 

Lo anter ior teniendo en cuenta que la Ley 1121 de 2006 se torna en 

norma especial y de obl igatoria apl icación en los términos concebidos por 

el leg islador, convirt iéndose de esta forma en obstáculo para la 

procedencia del benef icio invocado por el petic ion ar io, en tanto que se 

reitera con la misma se excluye de benef icios y sust itutos penales, a las 

personas que hayan sido condenadas por el del ito de EXTORSI ÓN y otros,  

haciéndose vis ible dicha prescripción en el art ículo 26 de referida 

disposición.  

 

Huelga resaltar que no se reúnen los fundamentos fáct icos y 

jur ídicos para la apl icación del principio de favorabi l idad, y por el contrario 

tanto la Ley 1121 de 2006 como la Ley 1709 de 2014 regulan diversos 

inst itutos jur ídicos, sin que esta prime sobre aquel la , y contrario a el lo,  

como ya se advirt ió párrafos atrás, la Ley 1121 de 2006 es una norma 

especial de obl igatoria apl icación y cumplimiento, para eventos como el 

que nos concita de personas privadas de la l ibertad por comisión de del itos 

de Extorsión.  

 

Así quedo expresado por el órgano de cierre en materia penal:  “ (…)» 

y como bien se puede observar,  e l ar t ícu lo 26 de la Ley 1121 de 2005 y e l  32 de 

la Ley 1709 de 2014 son vál idas y  jur íd icamente conc i l iab les en tanto que, se 

re itera,  el  uno establece una c ircunstanc ia especí f ica que conf igura la 

prohib ic ión para acceder  a la l ibertad condic ional  –que se trate de del i tos  de 

extors ión-  y  el  otro, por  e l  contrar io,  establece un presupuesto de hecho de 

carácter  general  que se contrae a la conces ión de la l iber tad condic ional,  s in 

a lterar,  en absoluto, aquel los  casos expresamente exceptuados. ”5 

                                                                                                                                                                                 
admin is t ra t i vo ,  sa l vo l os  benef ic ios  por  c o labo rac ión  consagrados  en e l  Código  de Proced im iento  
Penal ,  s iempre que es ta  sea e f icaz - “ .   (subray a y  negr i l l a  de l  Juzgado)  

  
 
5 Rad icado 75.028 de fecha  21 de agos to  de 2014.  Cor te  Suprema de Jus t ic ia .  Sa la  de Casac ión 
Penal .  M.P:  Eyder  Pat iño Cabre ra .   
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       Suf icientes las consideraciones para denegar por improcedente el 

sust ituto penal de l ibertad condicional,  por expresa prohibición legal.  

 

Por lo anteriormente expuesto, EL JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE  

  

PRIMERO .  NEGARLE a YESID ALBERTO LARA MELÉNDEZ ,  el sust ituto 

de l ibertad condicional por expresa prohibic ión legal art.  26 de la Ley 1121 

de 2006.  

 

SEGUNDO.   DECLARAR que YESID ALBERTO LARA MELÉNDEZ ,  ha 

cumplido una penalidad de CIENTOOCHENTA Y TRES (183) MESES 

VEINTE (20) DÍAS DE PRISIÓN, teniendo en cuenta la detención f ís ica.  

 

TERCERO .  Contra la presente decisión proceden los recursos de 

reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez  

AR/  
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24573 (CUI 6800160002442011-0002800) 

 

JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCION DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD.  

68001-3187002 

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de Agosto de dos mil veint itrés (2023)  

 

 

  

  ASUNTO 

 

 

 

 

ASUNTO 

 

Resolver de la redención de pena en relación con el sentenciado 

YESID ALBERTO LARA MELENDEZ identificado con cédula de ciudadan ía 

No 91 449 445 de Barrancabermeja .  

 

ANTECEDENTES 

 

En virtud de la acumulación jur ídica de penas efectuada por esta Of icina 

Judicial en proveído del 14 de jul io de 2017 se f i jó una pena def init iva a 

descontar de 246 MESES DE PRISION y MULTA de 5402 SMLMV,  por las 

siguientes condenas:  

 

•  Juzgado Segundo Penal del Circui to Espec ia l izado con funciones de 

conoc imiento de Bucaramanga, en sentenc ia profer ida e l 13 de abr i l  de 2015 

condenó a YESID ALBERTO LARA MELENDEZ a la pena de 156 MESES DE 

PRISION y MULTA de 2702 SMLVM en cal idad de responsable del del i to de 

CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO en concurso con EXTORSION.  

•  Juzgado Pr imero Promiscuo Munic ipal con func iones de conocimiento de 

Socorro, en sentencia del  15 de octubre de 2013 impuso la pena de 124 

MESES DE PRISIÓN y MULTA de 2700 SMLVM por e l del i to  de EXTORSION.  

 

Su detención data del 10 de agosto de 2011, y l leva a la fecha pr ivación 

efect iva de la l ibertad CIENTOCUARENTA Y CUATRO (144) MESES 

DIECINUEVE (19) DÍAS DE PRISIÓN. 

ASUNTO REDENCION DE PENA  

NOMBRE YESID ALBERTO LARA MELENDEZ  

BIEN JURIDICO PATRIMONIO ECONOMICO  

C ARCEL  CPAMS GIRÓN  

LEY 906 DE 2004  

R ADIC ADO 2011-00028  

DECISIÓN CONCEDE  
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PETICIÓN  

 

El Centro Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de Girón, mediante 

of icio No 2023EE0154040 del 22 de agosto de 2023 , al lega documentos 

content ivos de los cert if icados de cómputos y conductas de la dedicación a 

act ividades de trabajo, estudio y enseñanza, en relación con el interno LARA 

MELENDEZ, para reconocimiento de redención de pena.  

  

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la viabi l idad de otorgamiento de la 

redención de pena, conforme a los cert if icados de cómputos remit idos por el 

penal, para lo que procede a detal lar los mismos, señalando que en cuanto a 

redención de pena, se le acreditan:  

 

CERTIFICADO FECHA TRABAJO ESTUDIO ENSEÑANZA 

18780333 Oct a Dic/22 632   

18861888 Enero a Marzo/23 616   

18927756 Abri l a Junio/23 232 126  

 TOTAL  1480 126  

Tiempo redimido 103 = 3 meses 13 días  

 

Lo que le redime su dedicación intramural a act ividades de  trabajo y 

estudio 3 MESES 13 DÍAS DE PRISIÓN; que sumados con las redenciones 

de pena reconocidas  con antelación (35  meses  18 d ías ),  arroja un total redimido 

de 39 MESES 1 DÍA DE PRISIÓN.   

 

Y al revisar la evaluación de la conducta del interno, se t iene que esta 

fue calif icada en el grado de EJEMPLAR, tal y como se plasma en los 

cert if icados del Consejo de Discipl ina, lo que permite reconocer la redención 

de pena que se enuncia, atendiendo a lo normado en el Código Penitenciario 

y Carcelar io sobre este aspecto.  
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Por lo que, sumando la detención f ís ica  y las redenciones de pena, se 

t iene una penalidad cumplida de CIENTOOCHENTA Y TRES (183) MESES 

VEINTE (20) DÍAS DE PRISIÓN. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA;  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .  -  OTORGAR a YESID ALBERTO LARA MELENDEZ, una redención 

de pena por trabajo y estudio de 3 MESES 13 DÍAS DE PRISIÓN, por los 

meses a que se hizo alusión en la parte motiva de este proveído; para un 

total redimido de 39 MESES 1 DÍA DE PRISIÓN. 

 

SEGUNDO. - DECLARAR que YESID ALBERTO LARA MELENDEZ, ha 

cumplido una penal idad de CIENTOOCHENTA Y TRES (183) MESES VEINTE 

(20) DÍAS DE PRISIÓN, teniendo en cuenta la detención f ís ica y la redención 

reconocida en el presente proveído.  

 

TERCERO .  - ENTERAR a las partes que contra la presente decisión 

proceden los recursos de reposición y apelación.  

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.  

  

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez  

AR/  
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29473 (CUI 68001600025820148004400)  

1 cdno  

 

JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de agosto  de dos mil veint itrés (2023)  

 

 

 

ASUNTO 

 

Resolver la petición de l ibertad condicional en relación con el 

sentenciado JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS, identificado con la 

cédula de ciudadanía número 1 098 724 253.  

 

ANTECEDENTES 

El Juzgado Quinto Penal Municipal con funciones de conocimiento de 

Bucaramanga, en sentencia proferida el 16 de octubre de 2018 condenó a 

JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS, a la pena de 72 MESES DE PRISIÓN, 

como responsable del del ito de VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. Se le negó la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y la pr is ión domici l iar ia;  

Sin embargo, por auto del 25 de mayo de 2023, esta Of icina Judicial  le 

concedió la ejecución de la pena privat iva de la l ibertad en el lugar de la 

residencia o morada, en aplicación a lo normado en el art.  38 G de la ley 599 

de 2000.  

 Su detención data del 29 de sept iembre de 2020, y l leva en detención 

f ísica 35 MESES DE PRISIÓN, que sumado a las redenciones de pena 1,  se 

t iene un descuento de pena de 44 MESES 20 DÍAS DE PRISIÓN. 

Actualmente pr ivado de la l ibertad en prisión domicil iar ia por este asunto, 

                                                           
1 9  meses  20 d ías  de p r is ión  

ASUNTO LIBERTAD CONDICIONAL  

NOMBRE JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS  

BIEN JURIDICO  FAMILIA  

C ARCEL  CPMS ERE BUCARAMANGA  

Ki lómetro 1  No 3 -36 Barr io  V i l la  Mercedes Sector  

3  Casa 46 Nor te  de Bucaramanga  

LEY 906 DE 2004  

R ADIC ADO 2014-80044  

DECISIÓN CONCEDE  
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bajo la custodia del Centro Penitenciario de Medi a Seguridad de 

Bucaramanga.   

 

PETICIÓN 

 

En esta fase de la ejecución de la pena, el CPMS ERE de Bucaramanga 

remite of icio 2023EE0150438 del 14 de agosto de 2023 2,  contentivo de los 

documentos para estudio del sust ituto de l ibertad condicional:  

 

•  Resolución No 01039 del 14 de agosto de 2023 , conceptuando 

favorablemente el otorgamiento del sustituto de l ibertad condicional;  

•  Informe de vis itas domici l iar ias con reporte de “Ninguna Novedad ”.  

•  Cart i l la Biográf ica.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la  viabil idad o no del sustituto de 

LIBERTAD CONDICIONAL deprecado por el interno ÁVILA VARGAS, 

mediante el análisis y valoración de los elementos fáct icos y el acopio 

probator io obrante en el expediente aportado por el penal, así como de los 

presupuestos normat ivos establecidos por el Legislador para tal precepto.   

 

Veamos entonces, como el Legislador exige para la concesión del 

sustituto de l ibertad condicional el cumplimiento efect ivo de parte de la 

pena, adecuado desempeño y comportamiento durante el tra tamiento 

penitenciar io y que se demuestre arraigo familiar y social.  Además, debe 

exist ir  previa valoración de la conducta punible y en todo caso su concesión 

estará supeditada a la reparación a la víct ima o el aseguramiento del pago 

de la indemnización 3.  

 

                                                           
2 Ingres a a l  Juzgado e l  25 de agos to  de 2023 .  
3 A r t .  cód igo penal  a r t .  64.  Modi f i cado a r t ,  5  Ley 890/2004 7  de ju l i o  de 2004 - .  Modi f i cado a r t .  25 
ley 1453 de 2011-  Modi f i cado a r t .30 l ey 1709 de 2014  20 de enero de 2014:  
L ibe r tad cond ic i ona l .  E l  juez,  prev ia  va lo rac ión de la  conduc ta  pun ib le  concederá l a  l ibe r tad 
cond ic iona l  a  la  persona  condenada a  pena pr i va t iva  de l a  l ibe r tad cuando haya cumpl ido los  
s igu ientes  requ is i tos :  
1 .  Que l a  pe rsona haya cumpl ido las  3 /5  par t es  de la  pena.  
2 .  Que s u adecuado dese mpeño y  compor tam iento  durante  e l  t ra tam iento  pen i t enc ia r io  en e l  cent ro  
de rec lus ión pe rm i ta  suponer  fundadamente que no exis te  neces idad de cont inuar  con la  e j ecuc ión 
de la  pena.  
3 .  Que demues t re  a r ra igo fam i l ia r  y  soc ia l .  
“ (…)  
En todo caso su  conces ión es ta rá  supedi tada a  la  repa rac ión a  la  v íc t ima o  a l  aseguram iento  de l  
pago de l a  indemnizac ión mediante… ”  
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En relación con el aspecto objet ivo, la persona sentenciada debe 

haber cumplido mínimo las tres quintas partes de la pena que exige el 

art ículo 30 de la Ley 1709 del 20 de enero de 2014 que modif icó el art ículo 

64 de la Ley 599 de 2000 previamente modif i cado por el art ículo 5 de la Ley 

890 del 7 de julio de 2004, toda vez que los hechos ocurrieron el 21 de 

octubre de 2014, que para el sub l ite sería de 43 MESES 6 DÍAS DE 

PRISIÓN ,  quantum ya superado, si se t iene en cuenta que presenta 

detención del 29 de septiembre de 2020, y sumado a las redenciones de 

pena -9 meses  20 d ías- arroja una penal idad efect iva de 44 MESES 20 DÍAS DE 

PRISIÓN. Ahora bien, no existe reparo alguno por concepto de perjuic ios 

dado que obra constancia de condena en tal aspecto.  

 

En cuanto al aspecto subjet ivo, la norma en cita prevé el adecuado 

desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el 

centro de reclusión que permita suponer fundadamente que no existe 

necesidad de cont inuar la ejecución de la pena además la demostración del 

arraigo familiar y social;  previa valoración de la conducta punible, siendo 

importante señalar al respecto que la Corte Const itucional,  en sede de 

demanda de inconstitucional idad, declaró exequible la expresión “prev ia  

va lorac ión de la  conduc ta” inserta en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, 

condicionada a que dicho discernimiento se efectúe por el Juez de penas 

considerando todas las situaciones abordadas por el Juzgador en la 

sentencia, sean favorables o desfavorables para acceder al s ust ituto penal, 

sin que para tal  efecto se hayan est ipulado los parámetros ni la forma del 

análisis.  

 

Miramientos que conservan los preceptos jurisprudenciales del 

principio del non bis in ídem consagrado en el art ículo 29 de la Const itución 

Nacional,  y no atentan contra él,  así lo destacó la sentencia C -757 de 2014 

cuando sobre los argumentos planteados señala su val idez y apl icación 

integra, así:  “El  proc eso penal  t iene por  ob je to  dete rminar  la  res ponsabi l idad penal  de l  

s ind icado por  l a  conduc ta  que le  e s tá  s i endo imputada en e l  p roceso,  e  imponer le  una pena de  

conformidad con una  ser i e  de c i rcuns tanc ias  p red i cab les  de la  conduc ta  pun ib le .  Ent re  tanto ,  a l  

jue z de e jecuc ión de penas  le  cor responde determinar  s i  la  e jecuc ión de d icha  pena es  necesar ia  o  

no,  una ve z que la  conduc ta  ha s i do va lorada y  la  pena ha s i do impues ta .  E l l o  impl ica  que no só lo  

se t ra ta  de caus as  d i fe rentes ,  s ino  que e l  e jerc ic i o  de la  competenc ia  de l  Juez penal  l imi ta  los  

a lcances  de l a  competenc ia  de l  j ue z de e jecuc ión de penas .  En p r imer  luga r ,  po rque e l  jue z de 

e jecuc ión de penas  no puede va lo ra r  de manera d i f erente  la  conduc ta  pun ib le ,  n i  puede tampoco 

sa l i rse  de l  quantum puni t i vo  dete rminado po r  e l  Juez Penal ”.  
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En este caso advierte el Juzgado, que aun cuando se trata de una 

conducta que causa alarma social,  lo que a todas luces se torna reprochable,  

la misma se menguo conforme se tasó la pena en sentencia; lo que denota 

que para el Estado la conducta en los términos que se acordó no representa 

mayor prevención ni la gravedad suf ic iente que impida el otorgamiento del 

sustituto de Libertad Condicional.   

 

Pronunciamiento que debe conservarse por parte de esta veedora de 

la pena, en pro de la no vulneración al principio del NON BIS IN IDEM ;  

apreciaciones que para el Despacho constituye n camisa de fuerza y en 

consecuencia se acentuará el anál is is frente al tratamiento penitenciar io del 

interno, cuyo or igen fue la comisión del punible de VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR, al ser para ese momento necesario a efectos de lograr la 

concreción de los f ines de readaptación social y reincorporación a 

act ividades l ícitas.  

 

Lo anteriormente expuesto, en consonancia con los parámetros 

dictados por el máximo Tribunal Constitucional,  cuando af irma: “…No ex iste 

ident idad tota l de los hechos en la medida en que s i  b ien e l Juez de e jecuc ión de 

penas y  medidas de segur idad debe valorar la  conducta punib le,  debe anal izar la 

como un e lemento dentro de un conjunto de c ircunstancias. Solo una de ta les 

c ircunstanc ias es la conducta punib le.  Además de valorar  la conducta punib le,  e l  

juez de ejecuc ión de penas debe estudiar e l compor tamiento del condenado dentro 

del  penal,  y  en general cons iderar  toda una ser ie de e lementos poster iores a la  

impos ic ión de la condena.  Con fundamento en este conjunto de c ircunstanc ias,  y  

no sólo en la valorac ión de la conducta punib le, debe e l  Juez de ejecuc ión de 

penas adoptar  la  dec is ión”  

 

Así como del pronunciamiento de la Corte Constitucional frente a la 

obl igatoriedad en la concesión del sustituto penal siempre que se ver if ique el 

cumplimiento de los requisitos de orden legal,  así:  “…por lo tanto, la Corte 

debe conc lu ir  que en e l tránsi to normat ivo del ar t ícu lo 64 del Código Penal s í  ha 

habido modi f icac iones semánt icas con impactos normat ivos.  Por  un lado, la  nueva 

redacc ión le impone el deber a l juez de otorgar la l iber tad condic ional  una vez 

ver i f ique e l  cumpl imiento de los  requis itos,  cuando antes le permitía no otorgar los . 

Por  otra parte, la  nueva d ispos ic ión amplía e l  objeto de la valorac ión que debe 

l levar  a cabo e l juez de e jecuc ión d e penas más a l lá  del  anál is is  de la gravedad de 

la conducta,  extendiéndola a todos los  aspectos re lac ionados con la misma.”  

 

En consonancia del f in resocializador de la pena y la prevención 

especial de la misma, “…el juez de e jecución de penas s i b ien pued e tener  en 
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cuenta la conducta punib le, la personal idad y  antecedentes de todo orden para 

efectos de evaluar  e l  proceso de readaptac ión socia l del condenado en procura de 

proteger a la soc iedad de nuevas conductas del ic t ivas, en todo caso, debe valorar  

la conducta punib le teniendo en cuenta las c ircunstancias, e lementos y  

cons iderac iones hechas por  e l  juez penal  en la sentenc ia condenator ia,  sean estas 

favorables o desfavorables a l otorgamiento de la l ibertad condic ional de los  

condenados” 4 

 

Cont inuando con el análisis f rente al cumplimiento de las exigencias 

de orden subjet ivo, es del caso precisar que el interno ÁVILA VARGAS, ha 

descontado parte de la pena pr ivat iva de la l ibertad, su comportamiento 

puede cal if icarse como BUENO, lo que se col ige tanto en e l t iempo que 

estuvo detenido intramuros, durante el cual realizó act ividades propias de 

redenciones; como en el disfrute del sustituto de pr is ión domici l iar ia, en el 

cual ha sabido observar el deber de permanecer en su residencia, como dan 

cuenta los informes de vis itas domicil iar ias; por tanto, se evidencia el ánimo 

resocializador.   

 

Aunado a lo anter ior , presenta concepto favorable 5 para este benef ic io,  

lo que demuestra no sólo su act itud de cambio f rente a las circunstancias 

que lo l levaron al estado de privación actual,  el buen proceso resocial izador 

y de contera la posibi l idad de otorgarle una oportunidad para retornar a la 

sociedad. 

 

Frente al arraigo social y famil iar que establece la norma en cita, se 

evidencia que ÁVILA VARGAS, obran al interior de l proceso documentos que 

dan cuenta de las condiciones sociales, personales y familiares del 

petic ionar io, con lo que se cumple el requisito que señala la existencia de 

arraigo social y famil iar al estar demostrada dicha condición en cabeza del 

interno.   

 

Así las cosas, se suspenderá la ejecución de la pena por un periodo de 

prueba de 27 MESES 10 DÍAS,  debiendo el favorecido presentarse ante este 

Juzgado cada vez que sea requerido, para lo cual,  estará en la obl igación de 

suministrar de manera f idedigna el  lugar donde irá a residir para efectos de 

su localización, so pena de la revocator ia poster ior de la gracia penal.  

 

Igualmente deberán suscribir dil igencia de compromiso en la que se le 

pongan de presente las obl igaciones del art ículo 65 del C.P. garantiz adas 
                                                           
4 Sentenc ia  T -640/17.  MP. :  Anton io  José L i za razo Campo.  
5 Reso luc ión No 01039 de l  14 de agos to  de 2023  em i t ido por  e l  CPMS ERE de Bucaramanga.  
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mediante caución prendar ia por valor de QUINIENTOS MIL PESOS 

($500.000) en efect ivo, que serán consignados en la cuenta de depósitos 

judiciales número 68001-2037-002, que posee este Juzgado en el Banco 

Agrario de la ciudad, en tanto se advierte que lo s efectos de la pandemia se 

encuentran superados, ateniendo al i l íci to por el que se condena, el t iempo 

que le hace falta por cumplir,  e igualmente la ausencia de documentación 

f rente a la capacidad económica de la que se desprenda imposibil idad 

alguna para asumir tal obl igación. Verif icado lo anter ior, se l ibrará la orden 

de l ibertad para ante la Dirección del s it io de reclusión.  

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA;  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. -   DECLARAR que JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS ,  ha 

cumplido una penal idad de CUARENTA Y CUATRO (44) MESES VEINTE (20)  

DÍAS DE PRISIÓN, teniendo en cuenta la detención f ís ica.  

 

SEGUNDO.-  CONCEDER a JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS ,  el  

sust ituto de la l ibertad condicional,  al darse a su favor los requisitos del 

art ículo 64 del C.P;  por ende, se suspenderá la ejecución de la pena por un 

periodo de prueba de 27 MESES 10 DÍAS ,  debiendo presentarse ante este 

Estrado Judicial cada vez que sea requerido, para lo cual,  está en la 

obl igación de manifestar la dirección exacta del sit io de ubicación, pues de 

lo contrario, el la misma cargaría con la responsabi l idad de una eventual 

revocator ia.  

 

TERCERO. -  ORDENAR  que JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS,  

suscriba di l igencia compromisoria en la que se le pongan de presente las 

obl igaciones del art ículo 65 del C.P.; para garantizar el cumplimiento de las 

obl igaciones se prestara caución prendaria por valor de  QUINIENTOS MIL 

PESOS ($500.000) en efectivo ,  como se motivó; que serán consignados en 

la cuenta de depósitos judiciales número 68001 -2037-002, que posee este 

Juzgado en el Banco Agrario de la ciudad.  

 

CUARTO. -  LÍBRESE orden de l ibertad a JEFERSON ALBERTO ÁVILA 

VARGAS ,  para ante la Dirección del CPMS ERE de Bucaramanga, u na vez 
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cumplido lo anterior , QUIEN DEBERA VERIFICAR LA NO EXISTENCIA DE 

REQUERIMIENTOS PENDIENTES EN CONTRA DEL AQUI LIBERADO.  

 

QUINTO.  –ENTERAR a las partes que contra la presente decisión proceden 

los recursos de reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

  Juez 

AR/  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 
 

DILIGENCIA DE COMPROMISO 
LIBERTAD CONDICIONAL 

NI –  29473 (CUI 68001600025820148004400) 
 
 
En __________, a los ______ días del mes de ________del año _____, ante 
funcionar io del INPEC –  CPMS ERE de Bucaramanga-, el ( la) señor(a) 
JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS identif icado (a) con cédula de 
ciudadanía _______________________________, se comprometió a cumplir  
las siguientes obl igaciones previstas en el Art.  65 del Código Penal:  
 

1. Informar al Despacho todo cambio de residencia  
2. Ejercer of icio, profesión u ocupación l ícitos.  
3. Reparar los daños ocasionados con el del ito, salvo que se demuestre 

insolvencia económica,  
4. Presentarse periódicamente ante la Secretaría de los Juzgados de 

Ejecución de Penas de Bucaramanga, cada vez que sea requerido,  
dentro de un período de prueba de 27 MESES 10 DÍAS.  

5.  Observar buena conducta social y famil iar.  
6. No sal ir  del país sin previa autor ización.  

 
Se advierte al comprometido, que en caso de cometer un nuevo del ito o de 
violar cualquiera de las obl igaciones antes de la ext inción def init iva del 
período de prueba, le será revocado el benef icio que le fue concedido a 
efectos de purgar la pena que le fue impuesta.  
 
Fija su residencia en la siguiente dirección 
_________________________________________________________, 
celular_________________ y correo 
electrónico_____________________________________________.  
 
No siendo otro el objeto de la presente di l igenci a, f irman los que en ella 
intervinieron una vez leída y aprobada.  
 
 
El ( la) Comprometido (a),  
 

_____________________ 
JEFERSON ALBERTO ÁVILA VARGAS 

 
 
El notif icador (a),  
 
                         ____________________________  
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32493 (CUI 6868961000002017-0000100) 

 

JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veintinueve (29) de agosto de dos mil  veinti trés (2023)  

 

 

 

 

 

 

ASUNTO 

 

Resolver la petición de permiso de permiso administrativo de las 72 

horas, así como el permiso especial  de que trata el  art.  147b de la Ley 65 

de 1993, en relación con el  condenado SATURNINO LARA CARPIO, 

identificado con la cédula de ciudadanía número 77  193 342 de 

Valledupar.  

   

ANTECEDENTES 

 

 El  Juzgado Séptimo  Penal del Circuito con Función de 

Conocimiento de Bucaramanga, el  7 de febrero de 2019, condenó a 

SATURNINO LARA CARPIO,  a la pena principal de CIENTO CATORCE 

MESES   DE PRISION, MULTA de 400 SMLMV  e INTERDICCION DE 

DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS por el  término de la pena prin cipal,   

como cómplice responsable de los del i tos de SECUESTRO SIMPLE 

ATENUADO, SECUESTRO SIMPLE AGRAVADO ATENUADO, HURTO 

CALIFICADO Y AGRAVADO ATENUADO, Y FABRICACION, TRAFICO, 

PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O 

MUNICIONES AGRAVADO .  En la sentencia se le negó la suspensión 

condicional de la ejecución de la pena y la prisión domici l iaria.  

 

Su detención data del 1 de diciembre de 2016.  Actualmente privado 

de la l ibertad en el Centro Penitenciario de Media Seguridad de 

Bucaramanga, por este asunto .   

 

PETICIÓN 

 

En esta fase de la ejecución de la pena mediante memorial  al legado 

el  15 de agosto , sol ici ta la concesión del  benef icio penal  de 72 horas, en 

ASUNTO PERMISO ADMINISTRAT IVO 72  HORAS -  SAL IDA 
F INES DE SEMANA 

NOMBRE  SATURNINO LARA  CARPIO 

BIEN JURIDICO  L IBERTAD INDIV IDUAL Y OTRAS GARANTIAS   

CARCEL  CPMS ERE DE BUCARAMANGA  

LEY 906  DE 2004  

RADICADO  2017 -00001 
2  cuadernos 

DECIS IÓN NIEGA 
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tanto considera que reúne los requisi tos legales para disfrutar esta gracia 

penal.  A la par sol ici ta, se le conceda el  permiso especial  de que trata el  

art.  147B de la Ley 65 de 1993.  

 

CONSIDERACIONES 

 

I .  Del permiso Administrativo de 72 horas  

 

Entra el  Juzgado a establecer la viabi l idad o no del benef icio 

administrativo de las 72 horas, deprecado por LARA CARPIO, mediante el  

anál isis y valoración de los elementos fácticos y el  acopio probatorio 

obrante en el  expediente, así como de los presupuestos normativos 

establecidos por el  Legislador para tal  precepto.   

 

Sea lo primero adverti r que este Despacho Judicial  es el  competente 

para decidir  de fondo lo concerniente al  benef icio administrativo del permiso 

hasta 72 por horas que prevé el  art ículo 147 de la Ley 65 de 1993, el lo, con 

base en el  principio de la reserva judicial  a cuyo tenor se disp one que es un 

funcionario del mismo orden el  encargado de decidir si  un condenado puede 

o no sal i r en l ibertad, así sea por breve lapso; de otro lado, el  benef icio 

administrativo impl ica de por sí , un cambio de las condiciones de 

cumplimiento de la condena como lo ordena el  art ículo 38 de la Ley 906 de 

2004.  

 

Finalmente, el  máximo Tribunal Consti tucional ha f i jado por vía 

jurisprudencial  el  conducto regular a seguir, y precisado cual es el  

funcionario competente para decidir esta clase de si tuaciones juríd icas 

mediante sentencia T 972 de 2005 1,  radicándose en cabeza de estos 

Juzgados ejecutores de la pena.  

 

En ese entendido y al  estudiar las previsiones del artículo 147 de la 

Ley 65 de 1993 que consagra la f igura del permiso administrativo de las 72 

horas, se establece que los requisi tos a cumplir por parte del  peticionario 

son: estar en la fase de mediana seguridad, haber descontado la tercera 

parte de la pena impuesta, no tener requerimientos de ninguna autoridad 

judicial , no registrar fuga ni  tentativa de  el la durante el  desarrol lo del  

proceso ni  la ejecución de la pena,  haber trabajado, estudiado o enseñado 

durante la reclusión,  observar buena conducta; requerimientos que deben 

                                                           
1  “De  manera que ,  po r  d ispos ic ión  lega l ,  que  ha susc i tado  además de p ronunc iam ien tos  
j u r i sp rudenc ia les ,  la  competenc ia  pa ra  dec id i r  ace rca de  los  bene f ic ios  adm in is t ra t i vos ,  que  como 
e l  de  72  ho ras  t iene  la  v i r tua l idad  de  m od i f i ca r  las  cond ic iones  de  cump l im ien to  de  la  condena,  
es tá  rad icada  en  e l  juez de penas ,  lo  an te r io r  s in  pe r ju ic io  de  la  co labo rac ión  a rmón ica  que  debe 
exis t i r  en t re  e l  e j ecu t ivo  y  la  Ram a Jud ic ia l . ”  
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cumplirse en su total idad, dadas las impl icaciones que el lo conl leva para el  

encartado y para el  conglomerado social  que lo albergará, por eso debe 

efectuarse un estudio pormenorizado de las di l igencias al legadas.   

  

No obstante previo al  anál isis de estas exigencias se advierte en 

primer momento que los hechos tuvieron ocurrencia  el  3 de marzo de 2016 

y que uno de los del i tos por el  que fuera condenado el  interno fue cometido 

en perjuicio de una menor de edad, como se lee en la sentencia, en plena 

vigencia de la Ley 1098 de 2006 2,  por la que se expidió el  código de la 

infancia y la adolescencia, que excluye  benef icios y susti tutos penales 

cuando se trate de del i tos de secuestro, entre otros, cometidos contra 

niños, niñas y adolescentes; específ icamente en su art . 199  reza:  

 

“Benef ic ios y mecanismos sust i tut ivos.  Cuando se trat e de del i tos de 

homicidio o lesiones personales bajo modal idad dolosa, del i tos contra la l iber tad,  

integr idad y formación sexuales o secuestro, cometidos contra niños, niñas y  

adolescentes, se apl icarán las s iguientes reglas:  “ (…) 8.  Tampoco procederá  

ningún otro benef ic io o subrogado judic ial  o administrat ivo, salvo los benef ic ios 

por colaboración consagrados en el  Código de procedimiento Penal ,  s iempre que 

esta sea efect iva“ .    

 

Precisamente en el  evento que nos ocupa, se acomoda a la 

preceptiva legal, en  la medida que se trata del del i to de secuestro en que 

una de las víctimas es una menor de edad, para el  que se sol ici ta el 

permiso administrativo de las 72 horas; lo que   se encuentra excluido por 

el  legislador de los benef icios penales precisamente por la dimensión de la 

gravedad de la conducta, que merece  mayor efectividad en el  t ratamiento 

penitenciario .    

  

Es claro que el  permiso de 72 horas, es un de benef icio 

administrativo y no un derecho; al  respecto es importante traer a referencia 

la precisión que frente a los benef icios administrativos ha hecho la  

jurisprudencia consti tucional 3  

 

  “En cuanto t iene que ver con los  benef ic ios administrat ivos,  se trata de una 

denominación genér ica, dentro de la cual  engloban una ser ie de mecanismos de 

pol í t ica cr iminal  del  Estado,  que son inherentes a la ejecución indiv idual  de la 

condena.   Suponen una disminución de las cargas que deben soportar  las  

personas que está cumpl iendo una condena y que,  en algunos casos, pueden 

impl icar  la reducción del  t iempo de pr ivac ión efect iva de la l iber tad,  dispuesto en 

la sentencia condenator ia o en una modi f icación de la s condic iones de la 

ejecución de la condena ”  

                                                           
2 8  de nov iembre  de  2006  
3 (Sen t .  C31 2 /02  MP Dr .  Rodr igo  Escobar  G i l . )  
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Suf ic ientes las consideraciones para denegar por improcedente el  benef ic io 

adminis trat ivo de las 72 horas, por expr esa prohibic ión legal .  

 

 

I I .  Del permiso de salida los f ines de semana  

 

Es claro que el  permiso de sal ida los  f ines de semana, que prevé el  ar t iculo  

147 B de la Ley 65 de 1993, es un de benef ic io administrat ivo y no un derecho;  y  

conforme a la c i ta jur isprudencial  prev iamente enunciada  le es ex igible a la 

persona pr ivada de la l iber tad,  s iempre y cuando se acomode a la precept iva legal  

de que trata la Ley 1098 de 2006.  

 

Precisamente en el  evento que nos ocupa, se t rata de un del i to comet ido en 

per juic io de una menor  de edad, como se lee en la sentencia , comportamiento no 

sólo grave, indolente y perverso sino acreedor de mayor reproche por razones de 

pol í t ica cr iminal ,  excluido por el  legis lador de los benef ic ios penales por la  

dimensión de la gravedad de la conducta, que ha const i tuido un f lagelo que ha 

venido azotando a la sociedad.  

 

Y por lo que se negará el  benef ic io administ rat ivo de sal ida los f ines de 

semana,  habida cuenta de la expresa prohibic ión legal .   

 

Por lo anter iormente expuesto, EL JUZGADO SEG UNDO DE EJECUCIÓN DE 

PENAS DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. -  NEGAR  a  SATURNINO LARA CARPIO, el  permiso administrat ivo de 

las 72 horas por expresa prohibic ión legal  ar t .  199 de la Ley 1098 de 2006.  

 

SEGUNDO .  -  NEGAR  a  SATURNINO LARA CARPIO,  el  permiso administrat ivo de 

sal ida los f ines de semana el  ar t iculo 147 B de la Ley 65 de 1993,  por expresa 

prohibic ión legal ,  conforme lo expuesto en la motiva.  

 

TERCERO. -  Contra la presente decis ión proceden los  recursos de reposic ión y 

apelación.  

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez 

 

AR/  
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32672 (CUI 68689600015420170012800) 

 

JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de agosto de dos mil veint itrés (2023)  

  

 

 

 

ASUNTO 

 

Resolver el otorgamiento del permiso administrat ivo de las 72 horas 

en relación con el condenado sentenciado CARLOS ALBERTO CASTILLO 

CALDERÓN identificado con cédula de ciudadanía No. 91 047 200 .  

  

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de 

conocimiento de Bucaramanga, en sentencia proferida el 28 de junio de 

2019 condenó a CARLOS ALBERTO CASTILLO CALDERÓN, a la pena de 

240 MESES DE PRISIÓN en calidad de responsable del delito de 

HOMICIDIO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA; se le negó el 

subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y 

el sust ituto de prisión domici l iar ia.  

  

Su detención data del 25 de octubre de 2017 ,  y se hal la detenido en 

el Centro Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de Girón, por este 

asunto.  

 

PETICIÓN 

ASUNTO  PERMISO ADMINISTRATIVO 72 HORAS  

NOMBRE CARLOS ALBERTO CASTILLO CALDERÓN  

BIEN JURIDICO  VIDA E INTEGRIDAD PERSONAL  

C ARCEL  CPAMS GIRÓN  

LEY 906 DE 2004  

R ADIC ADO  2017-00128  

1  cdno  

DECISIÓN NIEGA 
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En esta fase de la ejecución de la pena el Centro Carcelar io –

CPAMS GIRÓN-, allegó of icio que contiene los documentos para estudio 

de la aprobación del permiso administrat ivo de 72 horas en relación con el 

sentenciado CASTILLO CALDERÓN. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la procedencia o no de la solicitud de 

otorgamiento del permiso administrat ivo  de 72 horas invocada por el 

sentenciado CARLOS ALBERTO CASTILLO CALDERÓN, previa verif icación 

de las prohibiciones contenidas en el ar t ículo 68ª de la Ley 599 de 2000 

modif icado por la Ley 1709 de 2014.  

 

      En tal virtud, y como quiera que para el subl ite, los hechos que dan 

cuenta de la presente vigi lancia de la ejecución de la condena, como ya se 

advirt ió tuvieron ocurrencia el 22 de mayo de 2017, esto es, en plena 

vigencia de la Ley 1709 de 2014 1,  que excluye de benef ic ios judiciales y 

administrat ivos, salvo los benef icios por colaboración regulados por la ley, 

siempre que ésta sea efect iva, cuando  la persona haya sido condenada 

por el del ito de Homicidio Agravado en Grado de Tentativa  previsto en 

el numeral 6 y 7 del art.  104 del Código Penal ,  entre otros; 

específ icamente en su art.  32 2 modif icado por el inciso 2 del art ículo 4 de 

la Ley 1773 de 2016. 

                                                           
1 20  de enero de 2014.   

2 “ ARTÍCULO 32.  Modi f i cas e e l  a r t ícu lo  68A de l a  Ley  599 de 2000 e l  cua l  quedará as í :  Art í culo  
68 A .  Exclusión de los benef i c ios y subrogados penales.  No se concederán;  la  suspens ión  
cond ic iona l  de la  e jecuc ión de l a  pena;  la  pr is ión dom ic i l ia r ia  como sus t i tu t i va  de  l a  pr is i ón;  n i  
hab rá luga r  a  n ingún o t ro  benef ic io ,  jud ic i a l  o  adm in is t ra t i vo ,  sa l vo los  benef ic ios  por  
co labo rac ión regu lados  po r  la  ley ,  s iempre que es ta  sea e fe c t iva ,  cuando la  persona haya s ido 
condenada por  de l i to  do loso dent ro  de l os  c inco (5 )  años  anter i ores .  Tampoco qu ienes  hayan  
s ido condenados  po r  de l i tos  do losos  cont ra  l a  Adm in is t rac ión Públ ica ;  de l i tos  cont ra  las  
personas  y  b i enes  p ro teg idos  por  e l  Derec ho In t ernac iona l  Humani t ar i o ;  de l i tos  cont ra  l a  l iber t ad,  
in teg r idad y  formac ión sexua l ;  es ta fa  y  abuso de conf ianza que reca igan sobre l os  b ienes  de l  
Es tado;  captac ión mas iva y  hab i t ua l  de d ine ros ;  u t i l i zac ión indeb ida de in fo rmac ión pr iv i leg iada;  
conc ier t o  para  de l inqu i r  ag ravado;  lavado de ac t ivos ;  soborno t ransnac iona l ;  v io lenc ia  
in t ra f am i l ia r ;  hu r to  ca l i f i cado;  extors i ón,  homicid io  agravado contemplado en e l  numeral  6  del  
ar t í culo  104 ;  les iones  causadas  con agentes  qu ím icos  ,  ác ido y / o  sus tanc ias  s im i l ares ,  les iones  
persona les  con deform idad  causadas  con e lemento co r ros i vo;  v io lac ión i l íc i ta  de  comunicac iones ;  
v io l ac ión i l íc i ta  de comunicac iones  o  cor respondenc ia  de carác te r  o f i c ia l ;  t ra ta  de personas ;  
apolog ía  a l  genoc id i o ;  les iones  pe rsona les  po r  pé rd ida anatóm ica o  func iona l  de un órgano o  
m iembro;  des p lazam iento  forzado;  t rá f i c o  de  m igran tes ;  tes ta fer ra to ;  enr iquec im iento  i l íc i to  de 
par t i cu la res ;  apoderam iento  de h idrocarbu ros ,  sus  der ivados ,  b iocombus t ib les  o  mezc las  que los  
contengan;  receptac ión;  i ns t igac ión a  de l i nqu i r ;  emp leo o  l anzam iento  de sus tanc ias  u  ob je tos  
pe l i g ros os ;  fab r icac ión,  impor tac ión,  t rá f i co ,  poses ión o  uso  de  a rmas  qu ímicas ,  b io l óg icas  y  
nuc lea res ;  de l i tos  re l ac ionados  con e l  t rá f i co  de es tupefac ientes  y  o t ras  in f racc iones ;  esp i ona je ;  
rebe l ión;  y  desp lazam iento  forzado;  usurpac ión de inmuebles ,  fa ls i f i cac ión de moneda nac iona l  o  
ext ran jera ;  expor tac ión o  impor tac ión f i c t i c ia ;  evas ión f i sca l ;  negat i va  de re in t egro ;  cont rabando 
agravado;  cont rabando de h idrocarbu ros  y  sus  der i vados ;  ayuda e  i ns t igac ión a l  empleo,  
producc ión y  t rans fe renc ia  de m inas  ant ipersona l . ” .     (subrayado de l  Juzgado) .  
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     Justamente en el evento que nos ocupa, se acomoda a la preceptiva 

legal,  en la medida que se sol ic ita el permiso administrat ivo de 72 horas  y  

el  del ito por el que fue condenado CASTILLO CALDERÓN es el de 

HOMICIDIO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA PREVISTO EN EL 

NUMERAL 6 Y 7 DEL ART. 104 DEL CÓDIGO PENAL ;  encontrándonos 

ante una conducta que  se encuentra excluida por el legislador de los 

benef ic ios penales precisamente por la dimensión de su gravedad,  que se  

ha constituido un f lagelo que ha venido azotando a la sociedad por lo 

reiterada e indiscr iminada de la práct ica del ictual;  c ircunstancia que 

merece mayor efect ividad en el tratamiento peniten ciar io, y se constituye 

en la razón pr imordial para despachar desfavorablemente el benef icio de 

marras, por expresa prohibición legal .    

  

      Para ello, debemos recordar que el permiso de 72 horas, es un de 

benef ic io administrat ivo y no un derecho; al r especto es importante traer a 

referencia la precisión que frente a los benef icios administrat ivos ha hecho 

el máximo Tribunal Const itucional:  “En cuanto t iene que ver con los benef ic ios 

administrat ivos,  se trata de una denominac ión genér ica,  dentro de la c ual  

engloban una ser ie de mecanismos de polí t ica cr iminal del  Estado, que son 

inherentes a la  e jecuc ión indiv idual  de la condena.   Suponen una d isminución de 

las  cargas que deben sopor tar  las  personas que está cumpl iendo una condena y  

que,  en algunos casos , pueden impl icar  la  reducc ión del  t iempo de pr ivac ión 

efect iva de la l ibertad,  d ispuesto en la sentenc ia condenator ia o en una 

modif icac ión de las condic iones de la e jecuc ión de la condena ” 3.  Suf icientes 

las consideraciones para denegar por improcedente el benef ic io 

administrat ivo de las 72 horas, por expresa prohibic ión legal.  

 

Por lo anter iormente expuesto, EL JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS DE BUCARAMANGA,  

RESUELVE  

 

PRIMERO .  NEGAR a CARLOS ALBERTO CASTILLO CALDERÓN,  el  

permiso administrat ivo de las 72 horas por expresa prohibición legal art. 

32 de la Ley 1709 de 2014.  

                                                                                                                                                                                 

 
3 Sentenc ia  C312/02 MP Dr .  Rodr igo Escobar  Gi l .  
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SEGUNDO .  Contra la presente decisión proceden los recursos de 

reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez 

AR/  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA 
 

Bucaramanga, veintinueve (29) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 
 
 

ASUNTO 
 

El Juzgado procede a resolver la solicitud de prisión domiciliaria elevada en favor 

del sentenciado EDGAR ANDRÉS HURTADO ANGULO, dentro del asunto 

radicado bajo el CUI 76109.6000.163.2015.00001 – NI 29385. 

 

CONSIDERACIONES 
 

Este Juzgado vigila a EDGAR ANDRÉS HURTADO ANGULO la pena de 220 

meses de prisión impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 28 de 

noviembre de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones de 

conocimiento de Buenaventura, Valle del Cauca, como responsable de los delitos 

de homicidio simple y tráfico, fabricación, porte o tenencia de armas de fuego, 

accesorios, partes o municiones.  Al sentenciado le fueron negados los 

mecanismos sustitutivos de la pena. 

 
1. DE LA SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA  

 

Se tiene la solicitud elevada por el sentenciado para que se le  

 

 

otorgue la prisión domiciliaria conforme el artículo 38G del Código Penal. A efectos 

de estudiar la procedencia del subrogado, se aprecia que la norma citada prescribe:  

  
“ARTÍCULO 38G.  La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el 

lugar de residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena 
y concurran los presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del 
presente código, excepto en los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar 
de la víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado por alguno de los siguientes 
delitos del presente código: genocidio; contra el derecho internacional humanitario; 
desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de 
menores; uso de menores de edad para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata 
de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; extorsión; concierto 
para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de funciones 
públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 
organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia 
organizada; financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso 
restringido, uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos; delitos relacionados con el 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
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tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el artículo 375 y el inciso 2 del 
artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; cohecho impropio; 
cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de contratos; contrato sin 
cumplimientos de requisitos legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de 
influencias de servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso 
testimonio; soborno; soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, 
alteración o destrucción de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el 
patrimonio del Estado. 
 

PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado 
por apropiación, concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, 
interés indebido en la celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos 
legales, acuerdos restrictivos de la competencia, tráfico de influencias de servidor público, 
enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, falso testimonio, soborno, soborno en la 
actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, alteración, destrucción material 
probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo.”  
 

De igual forma, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha 

señalado los requisitos legales para acceder al beneficio: 

 

“Entonces, a la luz del referido canon para acceder a esta modalidad de prisión 
domiciliaria se requiere que (i) el sentenciado haya cumplido la mitad de la pena impuesta, 
(ii) no se trate de alguno de los delitos allí enlistados, (iii) el condenado no pertenezca al 
grupo familiar de la víctima, (iv) se demuestre su arraigo familiar y social, y (v) se garantice, 
mediante caución, el cumplimiento de las obligaciones descritas en el numeral 4 del 
artículo 38B del Código Penal.”1     

 

Descendiendo al caso concreto, se procede a analizar los presupuestos legales 

que exige la norma para la concesión de la prisión domiciliaria: 

 

 

1.1 MITAD DE LA CONDENA 

 

La prisión domiciliaria de que trata el artículo 38G demanda en primer lugar haber 

cumplido la mitad de la pena impuesta. Al respecto, se observa que el sentenciado 

EDGAR ANDRÉS HURTADO ANGULO se encuentra privado de la libertad por 

cuenta de este asunto desde el 10 de enero de 2015, tiempo que sumado a las 

redenciones de pena reconocidas que corresponden a: 314 días (02/10/2020), 60 

días (03/02/2021) y 221 días (01/12/2022), indica que ha descontado 123 meses 

y 14 días de la pena de prisión impuesta. 

 

Comoquiera que fue condenado a la pena de 220 MESES DE PRISIÓN, se observa 

que ha descontado un quantum superior al que exige la norma que corresponde 

en este caso a 110 meses, razón por la cual se satisface esta primera condición. 

 

1.2 PROHIBICIONES LEGALES 

 

Los delitos de homicidio simple y porte ilegal de armas de fuego por los cuales 

fue condenado EDGAR ANDRÉS HURTADO ANGULO, NO se encuentran dentro 

de las exclusiones previstas en la norma, así como tampoco existe información de 

                                            
1 Sentencia del 1° de febrero de 2017, radicado 45900, M.P. Luis Guillermo Salazar Otero. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#376
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que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, por lo que no existe 

prohibición legal alguna que le impida obtener el sustituto penal.  

 

1.3 ARRAIGO FAMILIAR Y SOCIAL 

 

De igual forma deben concurrir los presupuestos señalados en los numerales 3° y 

4° del artículo 38B del CP, esto es, demostrar que se tiene arraigo familiar y social, 

y prestar caución para garantizar el cumplimiento de las obligaciones adquiridas en 

virtud del subrogado. 

 

En ese sentido, la procedencia de la prisión domiciliaria está supeditada a la 

concurrencia de todos los requisitos legales que exige la norma, de ahí que en este 

caso no resulta posible la concesión del beneficio por no hallarse acreditado el 

arraigo familiar y social del sentenciado.  

 

Al respecto, es dable precisar que el requisito de arraigo no sólo se limita a 

constatar la existencia de un lugar de residencia, sino además a la pertenencia del 

individuo a un grupo familiar y social; información que debe ser demostrada por el 

condenado como parte de las condiciones para acceder al subrogado. 

 

De esta manera, se advierte que si bien el sentenciado EDGAR ANDRÉS 

HURTADO ANGULO aportó una declaración extraprocesal suscrita por la señora 

Luz Dary Angarita Vega en la que refiere ser la compañera sentimental del 

sentenciado y que tiene la intención de recibirlo en su hogar ubicado en la Calle 3  

N° 15-52 barrio José Antonio Galán del municipio de San Gil; la constancia de 

la Junta de Acción Comunal del barrio José Antonio Galán, quien certifica la 

residencia desde hace 12 años y un recibo del servicio público que indica la 

existencia del lugar; de los medios de prueba allegados no se logró acreditar el 

vínculo sentimental que pregona el condenado HURTADO ANGULO y la señora 

Luz Dary Angarita Vega, aunado a que no obra ningún otro elemento que permita 

establecer que tiene un arraigo social en ese lugar y las personas con las que 

residirá. 

 

Asimismo, revisado el expediente se advierte que es oriundo de Buenaventura, los 

hechos por los que fue condenado y se encuentra privado de la libertad ocurrieron 

en el año 2015 en esa misma ciudad, la cartilla biográfica registra como dirección 

el Barrio La Nueva Frontera de Buenaventura, lugar distante de donde pide se 

otorgue la prisión domiciliaria en la Calle 3  N° 15-52 barrio José Antonio Galán 

del municipio de San Gil, sin que se denote algún tipo de vínculo familiar o social 

con ese lugar.  De otra parte, viene disfrutando el permiso administrativo de 72 

horas en la Carrera 19  N° 1NA-29 del barrio Balcón de Granada del municipio 

de Piedecuesta.   

 

Por tal motivo, en estos momentos no resulta procedente conceder la prisión 

domiciliaria, comoquiera que no se encuentra demostrado el requisito de arraigo 

que permita inferir fundadamente al Despacho que el condenado EDGAR ANDRÉS 

HURTADO ANGULO no evadirá el cumplimiento de la condena ni las obligaciones 
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que le sean impuestas con ocasión del subrogado, siendo la prisión domiciliaria una 

pena privativa de la libertad que debe estar sujeta a control por parte del INPEC y 

se encuentra sometida a las mismas restricciones de quienes cumplen la condena 

de manera intramural. 

 

En consecuencia, se negará la prisión domiciliaria al sentenciado EDGAR ANDRÉS 

HURTADO ANGULO, comoquiera que no se reúnen los presupuestos legales 

previstos en el artículo 38G del Código Penal, lo que no impide que el condenado 

nuevamente formule la solicitud, pero aportando los medios cognoscitivos que 

demuestren su arraigo. 

  

 

Por lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  NEGAR la solicitud de prisión domiciliaria elevada por el  

sentenciado EDGAR ANDRÉS HURTADO ANGULO, según las razones expuestas 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO. - Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 
 

 

Irene C. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

DE BUCARAMANGA 

 

 
Bucaramanga, veintinueve (29) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

 
El Juzgado procede a resolver la solicitud de prisión domiciliaria elevada en favor 

del sentenciado JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ, dentro del asunto seguido bajo el 

radicado 76834-6000-247-2014-00408 NI. 35364. 

 

CONSIDERACIONES 

 
Este Juzgado vigila a JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ la pena de  doscientos catorce (214) 

meses de prisión, impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 10 de 

mayo de 2017 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Tuluá, modificada 

parcialmente el 25 de julio de 2017 por la Sala Penal del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Buga, como responsable de los delitos de homicidio agravado 

en concurso con el ilícito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, 

accesorios, partes o municiones. El sentenciado se encuentra privado de la libertad 

por cuenta de este asunto desde el 2 de agosto de 2016. 

 
1. DE LA SOLICITUD DE REDENCIÓN DE PENA  

 

El establecimiento carcelario allega los siguientes documentos para estudio de 

redención de pena: 

 

Certificado Horas Actividad Periodo Calificación Conducta 

18600010 360 ESTUDIO 01/04/2022 AL 30/06/2022 SOBRESALIENTE EJEMPLAR 

18639793 378 ESTUDIO 01/07/2022 AL 30/09/2022 SOBRESALIENTE EJEMPLAR 

18856866 616 TRABAJO 01/01/2023 AL 31/03/2023 SOBRESALIENTE EJEMPLAR 

18916126 
184 TRABAJO 01/04/2023 AL 27/04/2023 SOBRESALIENTE EJEMPLAR 

252 ESTUDIO 28/04/2023 AL 30/06/2023 SOBRESALIENTE EJEMPLAR 

 

Efectuados los cómputos legales según lo previsto en los artículos 82 y 97 del 

Código Penitenciario y Carcelario, y comoquiera que se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 101, se le reconocerá redención de pena en total de 132 

días, correspondientes a 82 días por estudio y 50 días por trabajo, los cuales 

se abonarán como descuento a la pena de prisión impuesta. 
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2. DE LA SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA  

 

Se tiene la solicitud elevada por el sentenciado JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ para que 

se estudie conceder la prisión domiciliaria conforme el artículo 38G del Código 

Penal. A efectos de estudiar la procedencia del subrogado, se tiene que la norma 

invocada regula la prisión domiciliaria en los siguientes términos:  

 

“ARTÍCULO 38G. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 2014 de 2019>. 

La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 

morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los 

presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, 

excepto en los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en 

aquellos eventos en que fue sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente 

código: genocidio; contra el derecho internacional humanitario; desaparición forzada; 

secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores 

de edad para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra 

la libertad, integridad y formación sexuales; extorsión; concierto para delinquir agravado; 

lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de funciones públicas con fines 

terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia organizada; 

administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; 

financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades 

terroristas; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso 

privativo de las fuerzas armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de 

estupefacientes, salvo los contemplados en el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; 

peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; cohecho impropio; cohecho por dar 

u ofrecer; interés indebido en la celebración de contratos; contrato sin cumplimientos de 

requisitos legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de influencias de 

servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; soborno; 

soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o destrucción 

de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el patrimonio del Estado. 

 

PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado 

por apropiación, concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, 

interés indebido en la celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos 

legales, acuerdos restrictivos de la competencia, tráfico de influencias de servidor público, 

enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, falso testimonio, soborno, soborno en la 

actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, alteración, destrucción material 

probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo.”   

 

De igual forma, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha 

señalado los requisitos legales para acceder al beneficio: 

 

“Entonces, a la luz del referido canon para acceder a esta modalidad de prisión 

domiciliaria se requiere que (i) el sentenciado haya cumplido la mitad de la pena impuesta, 

(ii) no se trate de alguno de los delitos allí enlistados, (iii) el condenado no pertenezca al 

grupo familiar de la víctima, (iv) se demuestre su arraigo familiar y social, y (v) se garantice, 

mediante caución, el cumplimiento de las obligaciones descritas en el numeral 4 del artículo 

38B del Código Penal.”1     

                                          
1 Sentencia del 1° de febrero de 2017, radicado 45900, Magistrado Ponente Luis Guillermo Salazar. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2014_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#376
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Descendiendo al caso concreto, se procede a analizar los presupuestos legales 

exigidos en la norma para la concesión del subrogado: 

 
2.1 MITAD DE LA CONDENA 

 

La prisión domiciliaria de que trata el artículo 38G supone en primer lugar un 

presupuesto objetivo, haber cumplido la mitad de la pena impuesta. Al respecto, se 

observa que el sentenciado JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ se encuentra privado de la 

libertad por cuenta de estos asuntos desde el 2 de agosto de 20162, tiempo que 

sumado a las redenciones de pena que corresponden a: 163 días (13/04/2018), 409 

días (09/03/2022), 93 días (20/10/2022) y 132 días reconocidos en la fecha,  indica 

que al día de hoy ha descontado un total de 111 meses y 14 días de la pena de 

prisión.   

 

Comoquiera que fue condenado a la pena de 214 MESES DE PRISIÓN, se advierte 

que supera el quantum exigido en la norma que corresponde en este caso a 107 

meses, motivo por el cual se satisface la primera condición. 

 
2.2 PROHIBICIONES LEGALES 

 

Los delitos de homicidio agravado y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas 

de fuego, accesorios, partes o municiones, por los que fue condenado NO se 

encuentran dentro de las exclusiones previstas en la norma, así como tampoco 

existe información de que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, 

por lo que se satisface igualmente este requisito.  

 
2.3  ARRAIGO FAMILIAR Y SOCIAL 

 

De igual forma deben concurrir los presupuestos señalados en los numerales 3° y 

4° del artículo 38B del CP, esto es, demostrar que se tiene arraigo familiar y social, 

y prestar caución para garantizar el cumplimiento de las obligaciones adquiridas en 

virtud del subrogado. 

 

En esos términos, mediante memorial fechado el 4 de julio de 2023 manifiesta el 

sentenciado que residirá en el domicilio ubicado en la CALLE 10A  N° 10A-18 

CALLE CENTRAL, CORREGIMIENTO DE SONSÓ, MUNICIPIO DE GUACARÍ, 

VALLE DEL CAUCA, para lo cual anexa copia de los documentos para demostrar 

que tiene un arraigo familiar y social, entre los que se encuentra: certificación 

expedida por el Secretario de Gobierno del Municipio de San Juan Bautista de 

Guacarí, en la que se indica que la señora MARITZA CAMAYO VÉLEZ, en su 

calidad de cónyuge, reside en la Calle 10 A  N° 10 A -18, sector Carretera Central 

del Corregimiento de Sonsó, aunado a la manifestación que hace el 23 de mayo de 

2023 indicando que en el evento de concederse la prisión domiciliaria residiría con 

sus hijos Jhon Didier Álvarez Camayo y Julián Andrés Álvarez Camayo, 

                                          
2 Folio 135, Boleta de Detención No. 232. 



c/JOSE DIDIER ALVAREZ 

C.C. 16.858.702 

LEY 906 DE 2004 

CPAMS GIRÓN 

NI. 35364 

 

4 
 

documentos que permiten concluir que JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ tiene arraigo y 

cumplirá la prisión domiciliaria en la CALLE 10A  N° 10A-18 CALLE CENTRAL, 

CORREGIMIENTO DE SONSÓ, MUNICIPIO DE GUACARÍ, VALLE DEL CAUCA 

 
2.4 GARANTÍA MEDIANTE CAUCIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE 

OBLIGACIONES 

 

La exigencia de una caución prendaria para acceder al beneficio es un presupuesto 

legal previsto por el legislador al momento de configurar la norma, como una 

garantía al cumplimiento de las obligaciones previstas en el numeral 4° del artículo 

38B del Código Penal, aspecto que debe ser valorado por el operador judicial 

atendiendo las particularidades de cada caso. 

 

En ese sentido, este Juzgado considera adecuado el pago de caución prendaria 

por valor de $200.000- no susceptible de póliza-, como requisito para acceder al 

beneficio de prisión domiciliaria, a efectos de garantizar el cumplimiento de las 

obligaciones adquiridas con la administración de justicia, previniéndole que el 

incumplimiento de los deberes impuestos, conducirá a la pérdida del valor 

consignado y la  revocatoria del beneficio, por lo que deberá ejecutar el resto de la 

condena de manera intramural. 

 

En consecuencia, atendiendo que se reúnen los presupuestos del artículo 38G del 

Código Penal, se concederá el sustituto de la PRISIÓN DOMICILIARIA al 

sentenciado JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ, a efectos que cumpla lo que resta de la 

condena en su domicilio ubicado en la CALLE 10A  N° 10A-18 CALLE CENTRAL, 

CORREGIMIENTO DE SONSÓ, MUNICIPIO DE GUACARÍ, VALLE DEL CAUCA.   

 

Para tal efecto, deberá prestar caución prendaria por valor de $200.000–no 

susceptibles de póliza judicial-, que deberá consignar a órdenes de este Despacho 

en la cuenta No. 680012037004 del Banco Agrario de Colombia y suscribir 

diligencia de compromiso con las obligaciones señaladas en el numeral 4° del 

artículo 38B del Código Penal.  

 

Una vez acreditado el pago de la caución y firmado el compromiso, se dispondrá 

su traslado al lugar donde cumplirá la prisión domiciliaria. No obstante, se previene 

al establecimiento carcelario que previamente debe establecer los requerimientos 

que registre el condenado para el cumplimiento de una pena intramural, por 

cuanto ésta debe privilegiarse a la prisión domiciliaria que aquí se otorga, estando 

facultado para dejarlo a disposición de la autoridad que así lo solicite3. 

 

Finalmente, en este caso el Juzgado considera necesario que la prisión domiciliaria 

se acompañe de un mecanismo de vigilancia electrónica, conforme lo previsto en 

el artículo 38D del Código Penal.  Por lo tanto, se requerirá al establecimiento 

                                          
3 Siguiendo el criterio de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia fijado en la 
decisión del 16 de febrero de 2017, STP2105-2017, M.P. Luis Antonio Hernández Barbosa, reiterado 
en la decisión del 28 de julio de 2020, STP4983-2020, M.P. Eugenio Fernández Carlier. 
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carcelario para que una vez verifique la disponibilidad, proceda a instalar un 

dispositivo electrónico al sentenciado JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ para la vigilancia 

del subrogado.  

 
3. OTRAS DETERMINACIONES 

 

Solicítese al CPAMS GIRÓN los certificados de cómputo del periodo 

correspondiente del 1° de octubre al 31 de diciembre de 2022, con el fin de realizar 

estudio de redención de pena, toda vez que no fue aportado y se encuentra 

relacionado en la cartilla biográfica. 

 

Por el Centro de Servicios Administrativos líbrese el respectivo oficio. 

 

Respecto de este numeral no procede recurso alguno. 

 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  RECONOCER al sentenciado JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ 

redención de pena de ciento treinta y dos (132) días por concepto de estudio y 

trabajo, conforme los certificados TEE evaluados, tiempo que se abona como 

descuento a la pena de prisión impuesta. 

 

SEGUNDO.-  DECLARAR que a la fecha el sentenciado JOSÉ DIDIER 

ÁLVAREZ  ha descontado 111 meses y 14 días de la pena de prisión. 

 

TERCERO.-  CONCEDER al sentenciado JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 16.858.702, la sustitución de la pena de 

prisión en establecimiento carcelario por la PRISIÓN DOMICILIARIA, según lo 

previsto en el artículo 38G del Código Penal, a efectos de que cumpla lo que resta 

de la condena en su lugar de domicilio, previo pago de caución prendaria por valor 

de $200.000-  –no susceptible de póliza judicial- y suscripción de diligencia de 

compromiso en los términos del numeral 4° del artículo 38B, conforme lo dispuesto 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

CUARTO.-  Una vez acreditado el pago de la caución y suscrita la diligencia 

de compromiso, se ordenará su traslado a través del INPEC al lugar donde cumplirá 

la prisión domiciliaria: CALLE 10A  N° 10A-18 CALLE CENTRAL, 

CORREGIMIENTO DE SONSÓ, MUNICIPIO DE GUACARÍ, VALLE DEL CAUCA, 

previniéndole que el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones adquiridas 

conducirá a la revocatoria del beneficio, y por lo tanto, deberá ejecutar el resto de 

la pena de manera intramural. 
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QUINTO.-  REQUERIR al establecimiento penitenciario para que una vez 

verifique la disponibilidad, proceda a instalar un dispositivo de vigilancia electrónica 

al sentenciado JOSÉ DIDIER ÁLVAREZ para el control de la prisión domiciliaria.  

 

SEXTO. -  PREVENIR al establecimiento carcelario que previamente 

debe establecer los requerimientos que registre el condenado para el cumplimiento 

de una pena intramural, por cuanto ésta debe privilegiarse a la prisión domiciliaria 

que aquí se otorga, estando facultado para dejarlo a disposición de la autoridad que 

así lo solicite. 

 

SÉPTIMO.-  Por el Centro de Servicios Administrativos, dese cumplimiento 

al numeral 3. OTRAS DETERMINACIONES. 

 

OCTAVO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 

 

 
Irene C. 
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JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA. 

Bucaramanga, veintinueve (29) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver el despacho la solicitud de libertad condicional elevada por el sentenciado IRENIO DÍAZ 

ARRIETA identificado con C.C. 1.098.688.069, privado de la libertad en su domicilio a cargo del 

CPMS Bucaramanga.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- El despacho vigila la pena acumulada de 134 meses de prisión impuesta a IRENIO DÍAZ 

ARRIETA, decretada mediante auto del 22 de diciembre de 2021 por parte del Juzgado Tercero 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bucaramanga1, que condensa las siguientes 

sentencias:  

 

1.1.- La proferida el 7 de diciembre de 2016 por el Juzgado Décimo Penal del Circuito con 

funciones de conocimiento de Bucaramanga, por el delito de hurto calificado y agravado en 

concurso con fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego agravado, por hechos 

ocurridos el 21 de marzo de 2007. RAD. 680016000159200701149 NI. 27681. 

 

1.2.- La dictada el 31 de mayo de 2016 por el Juzgado Tercero Promiscuo Municipal con funciones 

de conocimiento de Girón, por el delito de hurto calificado y agravado, por hechos ocurridos el 6 

de septiembre de 2015. Rad. 2015-10411 NI 19997. 

 

1.3.- La del 29 de septiembre de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones 

de conocimiento de Bucaramanga, por el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas 

de fuego, por hechos ocurridos el 5 de junio de 2015. Rad. 2015-6421 NI 26730 

 

2.- Con proveído del 15 de febrero de 20222, el despacho ejecutor en comento le concedió el 

sustituto de la prisión domiciliaria, acompañado de vigilancia electrónica. 

 

3.- En la fecha el despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad con lo 

dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20223 y CSJAA23-156 del 12 

de abril de 20234. 

 

                                                 
1 Folio 46 
2 Folio 80 
3 Consejo Superior de la Judicatura  
4 Consejo Seccional de la Judicatura  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/consejo-superior-de-la-judicatura/portal/inicio?p_auth=chFLUT8s&p_p_auth=LF14uchl&p_p_id=49&p_p_lifecycle=1&p_p_state=normal&p_p_mode=view&p_p_col_pos=1&p_p_col_count=2&_49_struts_action=/my_sites/view&_49_groupId=10635&_49_privateLayout=false
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4.- El ajusticiado se encuentra privado de la libertad por cuenta de este proceso acumulado desde 

el 6 de septiembre de 2015, por lo que a la fecha ha descontado en físico 84 meses 23 días; 

tiempo al que debe adicionar los periodos de redención concedidos en distintos autos, así: i) 1 

mes 12 días el 26 de julio de 2017, ii) 12 días el 18 de mayo de 2018, iii) 2 meses 3 días 8 de 

julio de 2019, iv) 12 días el 18 de diciembre de 2020, v) 4 meses 27 días el 14 de febrero de 2022, 

vi) 1 mes 19.5 días 25 de julio de 2022, para un total de 10 meses 25,5 días. Es así que, el tiempo 

físico sumado al redimido arroja un total de 95 meses 18.5 días. 

 

5.- DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 

 

Mediante memorial radicado por el sentenciado5 solicitó la concesión de su libertad condicional, 

argumentando que fue condenado a 45 meses de prisión (sic) y por ese motivo ya superó las 3/5 

partes de la pena para acceder al mecanismo. No aportó ningún documento a su petición. 

 

5.1.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a 

la libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 

64 de la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se 

exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes 

de la pena, (ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad 

de continuar la ejecución de la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que 

se repare la víctima o se asegure el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, 

bancaria o acuerdo de pago, salvo se demuestre insolvencia económica. 

 

5.2.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el 

instituto jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la 

exequibilidad condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña 

que la finalidad del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por 

fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la 

conducta punible cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez 

de conocimiento en la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha 

permanecido privado de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en 

el caso concreto –lo cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su 

caso resulta innecesario continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 

numeral 2° del código penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema 

penitenciario, cuya culminación es la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la 

                                                 
5 Folio 186 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/consejo-superior-de-la-judicatura/portal/inicio?p_auth=chFLUT8s&p_p_auth=LF14uchl&p_p_id=49&p_p_lifecycle=1&p_p_state=normal&p_p_mode=view&p_p_col_pos=1&p_p_col_count=2&_49_struts_action=/my_sites/view&_49_groupId=10635&_49_privateLayout=false
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enmienda y readaptación del delincuente y efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad 

rehabilitadora de la pena. La perspectiva en clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades 

de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a 

máximas de rehabilitación, mientras la visión de seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas 

intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento del condenado, que contrarrestan su reintegro a las 

dinámicas comunitarias…”6 

 

5.3.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que Díaz Arrieta cumple una condena acumulada de 134 meses de prisión, por lo 

que las 3/5 partes equivalen a 80 meses 12 días, quantum que ya superó, dado que a la fecha 

ha cumplido 95 meses 18.5 días contando el tiempo físico y las redenciones concedidas.  

 

5.4.- Ahora bien, respecto de los demás requisitos debe decirse que conforme lo establece 

el artículo 471 del CPP la petición de libertad condicional para su estudio debe presentarse 

en los siguientes términos:  

 

“…ARTÍCULO 471. SOLICITUD. El condenado que se hallare en las circunstancias previstas en el Código 

Penal podrá solicitar al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad la libertad condicional, 

acompañando la resolución favorable del consejo de disciplina, o en su defecto del director del respectivo 

establecimiento carcelario, copia de la cartilla biográfica y los demás documentos que prueben los 

requisitos exigidos en el Código Penal, los que deberán ser entregados a más tardar dentro de los tres (3) 

días siguientes…” 

 

5.5.- Así las cosas, como quiera que los documentos que acompañan la solicitud del 

ajusticiado carecen de soporte adicional al arraigo, se negará - por el momento - la libertad 

condicional deprecada, dado que brilla por su ausencia los documentos que le permitan a 

este operador determinar cuál ha sido el desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario -resolución favorable de la institución penitenciaria; cartilla biográfica; certificado 

de calificación de conducta-, soportes todos estos que deben ser emitidos por el 

establecimiento penitenciario que se encuentra a cargo de la custodia del condenado.  

 

5.6- Al no contar con la documentación necesaria, se imposibilita realizar el juicio de 

razonabilidad y proporcionalidad que exige la norma frente al comportamiento del 

sentenciado y el cumplimiento de los requisitos que se exigen para acceder a la gracia 

deprecada. A lo que se suma el cúmulo de incumplimiento de la prisión domiciliaria del 

ajusticiado que dan cuenta de su irrespeto continuo por las obligaciones contraídas cuando 

le fue concedido el beneficio de la prisión domiciliaria. 

                                                 
6 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/consejo-superior-de-la-judicatura/portal/inicio?p_auth=chFLUT8s&p_p_auth=LF14uchl&p_p_id=49&p_p_lifecycle=1&p_p_state=normal&p_p_mode=view&p_p_col_pos=1&p_p_col_count=2&_49_struts_action=/my_sites/view&_49_groupId=10635&_49_privateLayout=false
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C/: Irenio Díaz Arrieta 
D/: Hurto calificado y agravado y otro 
A/ Niega libertad condicional 
Ley 906 de 2004. 

 

Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA. 

5.7.- Lo anterior no obsta, para oficiar a través del CSA al CPMS Bucaramanga a efectos de 

que envíe con destino a este Despacho, sin alterar el orden previamente establecido respecto 

de los demás internos que tienen la misma solicitud certificados de cómputos de tiempo 

dedicado al estudio, el trabajo o la instrucción, actas de consejo de disciplina o calificaciones 

de conducta, que den cuenta del comportamiento del condenado durante el tiempo que se 

ha encontrado privado de la libertad, copia de la cartilla biográfica actualizada, resolución del 

consejo de disciplina o en su defecto del director del respectivo establecimiento carcelario, 

conceptuando sobre la viabilidad de la libertad condicional y certificado de conducta; lo 

anterior de conformidad con el artículo 471 del CPP. 

 

De igual forma se requerirá al sentenciado para que en próximas oportunidades, previo al 

envío de documentos, acuda ante el área de jurídica del establecimiento penitenciario a fin 

de que por intermedio de la misma remita los documentos para el trámite del beneficio que 

irroga. 

 

6.-OTRAS DETERMINACIONES  

 

6.1.- El 26 de julio de 2022, el Juzgado Tercero Homólogo ordenó correr traslado al sentenciado 

para que presentara descargos dentro del trámite de revocatoria de prisión domiciliaria, de 

conformidad con el artículo 477 del CPP.   

 

6.2.- En aras de continuar con el trámite judicial relativa a la revocatoria del mecanismo 

sustitutivo de la prisión, se requerirá al Centro de Servicios Administrativos de Ejecución de 

Penas la constancia de notificación al procesado Diaz Arrieta ya que a pesar de existir oficio 

de comunicación7, no obra en el expediente constancia de notificación. 

 

6.3.- Adicionalmente, como quiera que con posterioridad a la apertura del trámite de 

revocatoria fueron allegados otros oficios del operador CERVI-AREVIE encargado del control 

del mecanismo de vigilancia electrónica, de acuerdo a los cuales el ajusticiado ha salido de 

la zona de inclusión o zona autorizada, sin que medie permiso o autorización, además que 

en las visitas tampoco se encuentra dentro del domicilio, por ULTIMA VEZ a través del CSA 

de estos juzgados córrase traslado de los oficios 2022IE0129364, 2022IEO227995, 

2022IE0235702, 2022IE0207503 y 2022IE0136347, al ajusticiado y su defensor Hermes 

Yoanni Toloza Suárez para que se pronuncien acerca de las razones del incumplimiento, 

para lo cual se les otorgará el término de 3 días, posterior a ello, deberá ingresar el expediente 

al despacho para resolver acerca de la revocatoria de la prisión domiciliaria.  

                                                 
7 Folio 141 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/consejo-superior-de-la-judicatura/portal/inicio?p_auth=chFLUT8s&p_p_auth=LF14uchl&p_p_id=49&p_p_lifecycle=1&p_p_state=normal&p_p_mode=view&p_p_col_pos=1&p_p_col_count=2&_49_struts_action=/my_sites/view&_49_groupId=10635&_49_privateLayout=false


 

 

  

 
NI.27681 (RAD: 68001600015920070114900) 
C/: Irenio Díaz Arrieta 
D/: Hurto calificado y agravado y otro 
A/ Niega libertad condicional 
Ley 906 de 2004. 

 

Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA. 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: DECLARAR al sentenciado IRENIO DÍAZ ARRIETA ha cumplido una penalidad 

efectiva de NOVENTA Y CINCO MESES 18 PUNTO CINCO DÍAS (95 meses 18.5 días) contando 

el tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

SEGUNDO: NEGAR al sentenciado IRENIO DÍAZ ARRIETA la libertad condicional, por las 

razones expuestas en la parte motiva. 

 

TERCERO: OFICIAR por el CSA al CPMS Bucaramanga a efectos de que envíe con destino a 

este Despacho sin alterar el orden previamente establecido respecto de los demás internos que 

tienen la misma solicitud certificados de cómputos de tiempo dedicado al estudio, el trabajo o la 

instrucción, actas de consejo de disciplina o calificaciones de conducta, que den cuenta del 

comportamiento del condenado durante el tiempo que se ha encontrado privado de la libertad, 

copia de la cartilla biográfica actualizada, resolución del consejo de disciplina o en su defecto del 

director del respectivo establecimiento carcelario, conceptuando sobre la viabilidad de la libertad 

condicional y certificado de conducta; lo anterior de conformidad con el artículo 471 del CPP. 

 

CUARTO: REQUERIR al sentenciado IRENIO DÍAZ ARRIETA para que, en próximas 

oportunidades, previo al envío de documentos acuda ante el área de jurídica del establecimiento 

penitenciario a fin de que por intermedio de la misma remita los documentos para el trámite del 

beneficio que irroga. 

 

QUINTO: Por Centro de Servicios Administrativos para los Juzgados de Ejecución de Penas dese 

cumplimiento al acápite de otras determinaciones. 

 

SEXTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA  

Juez 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/consejo-superior-de-la-judicatura/portal/inicio?p_auth=chFLUT8s&p_p_auth=LF14uchl&p_p_id=49&p_p_lifecycle=1&p_p_state=normal&p_p_mode=view&p_p_col_pos=1&p_p_col_count=2&_49_struts_action=/my_sites/view&_49_groupId=10635&_49_privateLayout=false






LEY 906 DE 2004 
CPMS BUCARAMANGA 

C/ GUZMAN PEREZ BERMUDEZ 
C.C. 1.133.589.000 

NI. 25213 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA 
 

Bucaramanga, veintinueve (29) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
ASUNTO 

 
El Juzgado procede a resolver las solicitudes de redención de pena y libertad 

condicional elevadas en favor del sentenciado GUZMÁN PÉREZ BERMÚDEZ, 

dentro del proceso radicado 68001.3104.004.2011.00076 NI. 25213. 

 
CONSIDERACIONES 

 
Este Juzgado vigila a GUZMAN PEREZ BERMUDEZ la pena acumulada de 289 

meses de prisión, impuesta en virtud de las sentencias proferidas en su contra el 

15 de abril de 2013 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, por el 

delito de homicidio agravado, en concurso homogéneo con el ilícito de homicidio en 

grado de tentativa, en concurso heterogéneo con porte ilegal de armas de fuego, y 

el 28 de agosto de 2015 por el Juzgado Penal del Circuito Especializado en 

Descongestión de Cúcuta, por el delito de concierto para delinquir agravado. El 

sentenciado se encuentra privado de la libertad por cuenta de este asunto desde el 

11 de diciembre de 20111. 

 

1. DE LA SOLICITUD DE REDENCIÓN DE PENA  

 

El establecimiento penitenciario allega los siguientes documentos para estudio de 

redención de pena: 

 

Certificado Horas Actividad Periodo Calificación Conducta 

17115802 204 ESTUDIO 26/10/2012 al 17/12/2012 SOBRESALIENTE 
FALTA 

CONDUCTA 

 

Se advierte que por ahora no se concederá redención de pena de las 204 horas de 

estudio certificadas de octubre de 2012 a diciembre de 2012, toda vez que no fue 

aportada la calificación de conducta.  Solicítese al EPMSC AGUACHICA y CPMS 

BUCARAMANGA para que remitan el certificado de conducta que permita avalar 

 
1 Folio 5, Boleta de detención No. 346 
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dichos periodos, toda vez que en la cartilla biográfica no se encuentra relacionado 

este periodo. 

 

Respecto de la solicitud de reconocimiento de redención de pena del periodo de 

julio de 2018 a junio de 2019, revisado el expediente se advierte que no se 

encuentran incorporados, por lo que se solicitará al CPMS GIRÓN y/o CPMS 

BUCARAMANGA para que remita los certificados N° 17214873, 17443820 y 

17481724 con la respectiva constancia de conducta. 

 

2. RESPECTO DE LA SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL  

 

El pasado 18 de julio se recibe en este Juzgado solicitud de libertad condicional en 

favor del sentenciado.  

 

Mediante auto del 26 de julio de 2023 se negó la libertad condicional al sentenciado, 

entre otros, por la ausencia del requisito objetivo. 

 

A efectos de resolver la petición, se tiene que el artículo 64 del Código Penal regula 

el instituto de libertad condicional en los siguientes términos: 

 

“Libertad Condicional. Modificado por el art. 30 de la Ley 1709 de 2014.  El juez, previa 

valoración de la conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona 

condenada a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con los siguientes 

requisitos: 

1- Que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena. 

2-    Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario 

en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de 

continuar la ejecución de la pena. 

3-   Que demuestre arraigo familiar y social. 

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con 

todos los elementos de prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia del 

arraigo. 

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al 

aseguramiento del pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria, o 

acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia del condenado. 

El tiempo que falte se tendrá como periodo de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, 

el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto igual, de considerarlo necesario.”      

 

De esta manera, al examinar los presupuestos que exige la norma para la 

procedencia del subrogado, se observa que el sentenciado se encuentra privado 

de la libertad por cuenta de este asunto desde el 11 de diciembre de 2011, tiempo 

que sumado a las redenciones de pena reconocidas de: 142 días (19/03/2015), 104 

días (03/05/2016), 54 días (04/01/2017), 70 días (08/08/2017), 152 días 

(26/09/2018), 122 días (27/07/2021), 89 días (04/01/2022), 59 días (13/10/2022), 

56 días (23/12/2022), 76 días (19/05/2023) y 26 días (26/07/2023), arroja  un total 

de pena ejecutada de 172 meses y 8 días. 
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Comoquiera que fue condenado a la pena acumulada de 289 MESES DE PRISIÓN 

se advierte que se encuentra distante de cumplir el quantum de las tres quintas 

partes que alude el artículo 64 del Código Penal que corresponde en este caso a 

173 meses y 12 días, motivo por el cual no resulta posible la concesión  del 

beneficio ante la ausencia del primer presupuesto de carácter objetivo, sin que sea 

necesario entrar a examinar los demás requisitos contemplados en la norma. 

 

En consecuencia, se negará la solicitud de libertad condicional elevada por el  

sentenciado GUZMÁN PÉREZ BERMÚDEZ, comoquiera que no se reúnen los 

requisitos legales previstos en el artículo 64 del Código Penal.  

 

3. OTRAS DETERMINACIONES  

 

Incorpórese al expediente los documentos aportados por el sentenciado para 

demostrar el arraigo familiar y social, los cuales serán tenidos en cuenta al momento 

de decidir sobre la libertad condicional. 

 

Respecto del numeral 3, no procede recurso alguno. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-   NO RECONOCER al sentenciado GUZMÁN PÉREZ BERMÚDEZ 

redención de pena de las 204 horas de estudio certificadas de octubre de 2012 a 

diciembre de 2012, toda vez que no fue aportada la calificación de conducta.  

Solicítese al EPMSC AGUACHICA y/o CPMS BUCARAMANGA para que remitan 

el certificado de conducta que permita avalar dichos periodos, conforme lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO.-    OFICIAR AL CPAMS GIRÓN y CPMS BUCARAMANGA para que 

remitan los certificados de cómputo y conducta del periodo de julio de 2018 a junio 

de 2019, toda vez que no se encuentra incorporados en el expediente para el 

estudio y reconocimiento de redención de pena. 

 

TERCERO.- NEGAR la libertad condicional solicitada en favor del sentenciado 

GUZMÁN PÉREZ BERMÚDEZ, según las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

CUARTO.-      Por el Centro de Servicios Administrativos, dese cumplimiento al 

numeral 3. “OTRAS DETERMINACIONES”. 

 

QUINTO.- Contra esta providencia proceden los recursos de reposición y 

apelación. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 
Irene C. 
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PAULA ANDREA OTERO HERNANDEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

DE BUCARAMANGA 

 

Bucaramanga, veintinueve (29) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

ASUNTO 

 

El Juzgado procede a resolver de oficio la libertad por pena cumplida en favor de la 

sentenciada PAULA ANDREA OTERO HERNÁNDEZ, dentro del proceso radicado 

68001-6000-159-2022-08354-00 NI. 11694. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Este Juzgado vigila a PAULA ANDREA OTERO HERNÁNDEZ la pena de 9 

meses de prisión, impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 2 de mayo 

de 2023 por el Juzgado Séptimo Penal Municipal con Funciones de Conocimiento 

de Bucaramanga, como responsable del delito de hurto calificado y agravado. En la 

sentencia le fue concedida la prisión domiciliaria en la Calle 24  N° 1 A – 1 

Urbanización Cuyanita de Bucaramanga.  

 

2.  La procesada se encuentra privada de la libertad por cuenta de esta actuación 

desde el 2 de diciembre de 2022, por lo que a la fecha arroja un total de 8 meses y 

27 días de pena ejecutada. 

 

Se advierte entonces, que la inculpada se aproxima por tres (3) días al cumplimiento 

de la condena impuesta, por lo que se ordena su LIBERTAD INCONDICIONAL a 

partir del 1° de septiembre de 2023.  Líbrese la respectiva boleta de libertad ante el 

centro carcelario. 

 

3.- Se declara además de acuerdo al artículo 53 del Código Penal legalmente 

cumplida la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y 

funciones públicas a partir del 1° de septiembre de 2023, debiendo oficiarse a la 

Registraduría Nacional del Estado Civil y a la Procuraduría General de la Nación 

dando informe de la misma. 

 

4.- Acorde a lo dispuesto en el artículo 476 del C.P.P. vigente comuníquese esta 

decisión a las mismas autoridades que se enteró la sentencia. 

 

5.     Una vez ejecutoriada esta providencia, remítanse las diligencias al Centro de 

Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga, para su archivo 

definitivo. 
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En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. -   DECLARAR cumplida la pena impuesta a la sentenciada 

PAULA ANDREA OTERO HERNÁNDEZ, identificada con C.C. No. 1.097.093.638, 

a partir del 1° de septiembre de 2023, dentro del proceso radicado 68001-6000-159-

2022-08354-00. 

 

SEGUNDO. -  ORDENAR su LIBERTAD INCONDICIONAL POR PENA 

CUMPLIDA en razón de este asunto a partir del 1° de septiembre de 2023.  Líbrese 

la respectiva boleta de libertad ante el Centro Penitenciario.  En caso de ser 

requerido por otro proceso, deberá ser puesto a disposición de la autoridad 

competente. 

 

TERCERO. -  Comuníquese esta decisión a las mismas autoridades que se 

enteró la sentencia. 

 

CUARTO. -   Declarar legalmente cumplida la pena accesoria de 

inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas a partir del 1° de 

septiembre de 2023, debiendo oficiarse a la Registraduría Nacional del Estado Civil 

y a la Procuraduría General de la Nación dando informe de la misma. 

 

QUINTO. -   Una vez ejecutoriada esta providencia, remítanse las diligencias 

al Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga, 

para su archivo definitivo. 

 

SEXTO. -   Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 
Irene C. 


